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42 Nadie establece una economía de mercado de manera 
intenciona ésta surge de las negociaciones individuales de 
las personas cuando intercambian bienes y servicios con el 
fin de maximizar sus ventajas y minimizar sus carencias.
(MacRae, 1974:73)
aNTEcEDENTEs
En  1994,  cuando  en  el  Reino  Unido  alcanzaba  su 
cúspide la mercadización de los bienes y servicios 
públicos, el alto funcionario del Ministerio de Edu-
cación y Ciencia que estuvo a cargo de la política de 
educación en los años 80s, escribió: “Para mí siempre 
ha sido difícil distinguir con claridad cualquier indi-
cador, en la teoría o en la práctica, que justifique la 
afirmación de que aquello que se buscaba era el en-
foque de mercado…” (Bird, 1994). Siguiendo la tra-
dición inglesa que busca el pragmatismo filosófico y 
político, la discusión teórica sobre los mercados de 
la educación superior ha tendido más a seguir una 
política dada que a poner condiciones para el surgi-
miento de una política propia. Durante la mayor parte 
de los dos siglos y cuarto que han pasado desde que 
Adam Smith escribiera: La riqueza de las naciones 
se ha considerado que las transacciones de mercado 
son la forma natural de intercambio económico, y la 
tarea del gobierno se ha limitado a intervenir para 
regularlas con el fin de evitar los peores excesos del 
comportamiento del mercado. El presente artículo 
argumenta que la educación superior en Gran Bretaña
ingresó torpemente en un mercado de educación su-
perior fuertemente regulado y lo hizo mediante una 
serie de respuestas ad hoc de las universidades y del 
gobierno a problemas inmediatos. Argumenta tam-
bién que existen muchos cabos sueltos y consecuen-
cias que no se anticiparon. 
El Reino Unido fue una de las primeras naciones 
que  adoptó  las  nuevas  políticas  públicas  adminis-
trativas de los 80s y 90s. El crecimiento relativamente 
lento de la economía del Reino Unido durante los cua-
renta años posteriores a la Segunda Guerra Mundial 
–comparado con la mayor parte de los otros países
miembros de la  ocde– exacerbado además por la 
depresión  económica  de  finales  de  los  70s  y  esto 
provocó una severa crisis de confianza en lo que du-
rante la tercera parte del siglo llegó a conocerse como 
el consenso progresivo sobre el bienestar social y el 
control público sobre el suministro de bienes y ser-
vicios públicos. El gobierno Conservador, elegido en 
1979, tenía un claro objetivo: disminuir el aumento de 
precios casi hiperinflacionario de los últimos años y 
lograrlo mediante la reducción del gasto público. La 
educación superior en un inicio jugó una pequeña 
parte en este proceso y subsecuentemente se con-
virtió en actor fundamental en los dramas de los 80s 
que culminaron con la transformación de esta edu-
cación con la Ley de Reforma Educativa de 1988 (1988 
Education Reform Act) y con la Ley de Educación 
Continua y de Educación Superior de 1992 (Further 
and Higher Education Act 1992). 
Sin embargo, como instituciones, las universidades 
británicas ofrecieron un terreno fértil para el desa-
rrollo de formas de organización de mercado y com-
portamiento empresarial. En primer lugar porque 
eran instituciones que contaban con propiedad au-
tónoma e independencia legal garantizada por De-
creto Real1 o Ley Parlamentaria lo que les ofrecía una 
importante independencia de la intervención directa 
del gobierno o del Parlamento. Cada universidad era 
completamente responsable de la administración de
sus propios asuntos financieros pero esto significaba 
que su supervivencia económica no estaba garanti-
zada. Las universidades también tenían un alto grado 
de poder discrecional para tratar sus asuntos acadé-
micos: designaban a su propio personal, inscribían 
El Mercado de Educación Superior en el Reino Unido
* Centro de Estudios de Educación Superior del Instituto de Educación, Univer-
sidad de Londres.
gareth williams*
1. La base legal de la más reciente generación de universidades, designada en 
1993 a partir de los anteriores politécnicos y colegios, es la Ley Parlamentaria. 
Para fines prácticos la diferencia es poca, sin embargo, el personal académico 
de las “nuevas” universidades tiene mucha menor influencia en los altos niveles del 
gobierno institucional que los de las universidades antiguas (Shattock 2002).G
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a sus propios estudiantes, diseñaban su propio cu-
rrículo y otorgaban sus propios títulos. Sólo estaban 
sujetas a las restricciones impuestas por sus propios
estaturos y éstos eran interpretados en términos muy 
generales. Más aún, las universidades británicas del 
siglo xx, tenían la convicción –que compartían con 
sus contrapartes de casi todos los países occidenta-
les– de que el cuerpo académico debería enfrentar la 
enseñanza a partir de una calidad extrema y debería 
inscribir la investigación en la punta del conocimiento. 
Sin embargo, a partir de la gran expansión de finales 
de los 60s, se vio con claridad que los criterios guber-
namentales para la distribución de fondos destinados 
a la investigación habrían de diferir de aquellos des-
tinados a la enseñanza. Finalmente, aunque en 1980 la
mayor parte de los recursos financieros que recibían 
las universidades provenía del gobierno, estas insti-
tuciones no tenían que rendir mayor cuenta acerca del 
uso que daban a dichos recursos. Fue hasta que, en 
los años 80s, el gobierno se dio cuenta de que podía 
poner condiciones al uso de los fondos que otorgaba 
que iniciaron las fricciones, características de los años 
recientes, entre las universidades y el gobierno. 
En términos económicos las universidades bri-
tánicas siguen siendo empresas independientes, no 
lucrativas, multi-productoras, cuyo negocio prin-
cipal es la creación y diseminación del conocimiento.
Son ellas quienes deciden cuál será su perfil de egreso 
así como los insumos y procesos que utilizan para pro-
ducirlo. Dependen en gran medida de los fondos pú-
blicos pero no se encuentran legalmente obligadas a 
mantener esta dependencia. Su estatus como funda-
ciones de servicio no les permite generar ganancias, 
sin embargo tienen un completo poder discrecional 
sobre cualquier exedente que consigan. Hasta 1980 
prácticamente no hacían uso de este poder debido a 
que tenían asegurado, año tras año, un incremento 
en los fondos gubernamentales. 
El gobierno no se involucró seriamente en el otor-
gamiento de recursos a estas empresas sino hasta 
después de la Primera Guerra Mundial y se convirtió 
en su principal fuente de financiamiento sólo después 
de la Segunda Guerra Mundial. En esa época, a fines de
los años 40 –en parte debido a las experiencias vividas 
por el nazismo y el fascismo– la principal ideología 
dominante en occidente estaba en favor de la libertad 
académica y el control descentralizado de las insti-
tuciones educativas. El sistema de Comité de Finan-
ciamiento de Universidades2 (University Grants Com-
mitee) permitió que las universidades se financiaran
principalmente con fondos gubernamentales, al mismo 
tiempo que mantenían intacta la libertad de perma-
necer al margen de cuestiones políticas relacionadas 
con el manejo de sus asuntos académicos y la asig-
nación de recursos internos. Los gobiernos conce-
dieron recursos financieros al sistema en general y 
no a una universidad en particular. El cfu, cuyos 
veinte miembros representaban en gran medida los 
intereses de las universidades, era el responsable 
de asignar dinero a cada universidad individual y el 
gobierno no tomaba parte en este proceso. El cfu 
aplicaba el principio de autonomía institucional a las
propias asignaciones que otorgaba a cada universi-
dad: concedía “bloques” individuales de fondos que 
podían incrementarse, en cierto grado, cada cinco 
años con una indicación muy general acerca de las 
bases sobre las cuales se había calculado el fondo.
Las universidades tenían libertad de gastar como qui-
sieran su ganancia periódica siempre y cuando siguie-
ran las estipulaciones acordadas (las cuales estaban 
diseñadas con marcos muy amplios). Hasta 1988 los 
gobiernos sucesivos aceptaron que su papel principal 
consistía en subsidiar a las universidades y, de vez 
en cuando, en exhortarlas a comportarse de acuerdo 
con lo que el gobierno consideraba como de interés 
público. Sin embargo, cada universidad contaba con 
un amplio margen para decidir si debía o no observar 
las exhortaciones del gobierno.3 
En muchos aspectos, el periodo entre 1945 y 1980 
fue una época dorada para las universidades británi-
cas y para sus cuerpos académicos. Las universidades 
fueron generosamente subsidiadas por el Estado como
instituciones que tenían la función principal de formar 
a las nuevas generaciones de líderes nacionales para 
el servicio público, la investigación científica y las hu-
manidades y las artes.4 El Estado se encargó de finan-
ciar la mayor parte de sus costos y les pidió poco a 
cambio. El criterio académico era el único que guiaba
la toma de decisiones tanto en la enseñanza como 
en la investigación. Una generación completa de pro-
fesores universitarios creyó que éste era el orden 
natural de las cosas y, sin un buen juicio, asumió que 
esta situación podría continuar indefinidamente. Un 
ejemplo de ésto es el punto de vista, expresado en 
1981 por algunas universidades, cuando dijeron que 
todos los miembros de el cfu tendrían que haber re-
nunciado en conjunto, antes que aceptar los severos 
recortes financieros que impuso un gobierno recién 
elegido que contaba con una amplia mayoría parla-
mentaria (véase Kogan y Kogan, 1984).
TRaNsfoRMacIóN
Sin embargo, la transformación de la educación supe-
rior en el Reino Unido en los 80s no puede compren-
derse si se considera solamente a las universidades. 
2. El sistema del Comité de Financiamiento de Universidades, formado principal-
mente por miembros del personal académico de las universidades, aconsejaba 
al gobierno sobre las necesidades de las universidades y distribuía fondos gu-
bernamentales a dichas instituciones.
3. Para saber más sobre los cfu en su mejor época véase Shattock y Berdahl (1984).
4. Aunque la generosidad disminuyó en cierta medida a partir de la crisis pe-
trolera de los 70s y el surgimiento de algo de desempleo entre los recientes 
graduados. 45
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A partir de finales del siglo xix se desarrollaron ins-
tituciones alternativas de enseñanza media que se 
concentraban principalmente en la formación técnica 
y profesional de gente joven proveniente de familias 
relativamente pobres, y las autoridades educativas 
locales eran las responsables de dichas instituciones.
Una de las primeros indicios de la impaciencia del 
gobierno, frente a algunas consecuencias derivadas 
de la independencia de las universidades fue la reor-
ganización, a finales de los 60s, de estas instituciones 
alternativas en un sector de la educación superior 
separado y bajo el control público en contra de las re-
comendaciones del Reporte Robbins).5 Esto dio como
resultado el surgimiento del sistema binario en el que 
los politécnicos y otros colegios de educación supe-
rior debían ser financiados principalmente como ins-
tituciones de enseñanza y, en ellos, la investigación 
aplicada pasaba a un segundo plano para enfatizar 
la función esencial de ampliar la participación de los 
estudiantes. Sin embargo, desde el punto de vista de la 
implementación de la política central del gobierno, en 
la práctica, el control de la autoridad local era sólo 
un poco mejor que la práctica de la autonomía del 
sector universitario ya que los politécnicos debían 
permanecer  bajo  el  control  de  las  autoridades  de 
educación local las cuales, en ese tiempo, eran en sí 
mismas centros de poder político independiente.
Para 1980, el sector público de educación superior 
había crecido lo suficiente y tenía suficiente fuerza po-
lítica y económica para desafiar el monopolio de poder 
de las universidades. Mucho de lo que sucedió en las 
siguientes dos décadas puede comprenderse mejor si 
se toma en cuenta que se ponían en competencia 
dos puntos de vista diferentes sobre los objetivos 
básicos de la educación superior.6
Los años 80s constituyeron una década de cambio 
radical, pero este cambio inició gracias a la amplia-
ción en las opciones económicas más que gracias a 
un debate cuidadoso en torno a cómo financiar la 
educación superior. El gobierno había sido elegido 
en base a sus promesas de reducir la inflación y de 
reducir los impuestos y su propuesta para lograrlo 
era reducir lo que consideraba un gasto innecesario 
en los servicios públicos causado por formas de or-
ganización excesivamente burocráticas. En muchos 
servicios públicos esto dio como resultado cambios 
fundamentales en las estructuras: las industrias na-
cionalizadas y las utilidades públicas fueron privati-
zadas, y los mercados internos se impusieron sobre 
otros.7 En el sector universitario formado por insti-
tuciones autónomas este cambio estructural no re-
sultaba necesario. Sin embargo, como parte de una 
lucha por restar poder político a las autoridades lo-
cales, en 1988 el gobierno otorgó a otras instituciones 
de educación superior un estatus legal similar al de 
las universidades. Lo demás podía lograrse cortando 
el presupuesto a todas las instituciones de educación 
superior y manipulando los términos en los que se 
les daba acceso a los fondos públicos. 
Poco después de la elección de 1979 el gobierno 
impuso recortes masivos al gasto público y la parte de 
estos recortes que correspondió a la educación su-
perior fue la eliminación de todo subsidio público a los
estudiantes de educación superior cuya residencia 
permanente se encontrara fuera de la Comunidad 
Europea,8 con esto se eliminó alrededor del 6% del 
ingreso de las universidades. Al año siguiente, se apli-
có otro recorte mayor de 10% en el financiamiento 
otorgado por el gobierno a las instituciones de edu-
cación superior.9 Aunque estos recortes a los gastos 
fueron implementados por razones puramente rela-
cionadas con el gasto público, jugaron un papel deci-
sivo al afectar las diferentes percepciones de la mane-
ra en que debía utilizarse el financiamiento público 
para las universidades (Moore, 1987). Una generación 
completa  de  académicos  y  administradores  había 
aprendido a confiar plenamente en los incrementos 
anuales otorgados por el gobierno por lo que el im-
pacto de los recortes de 1981 les resultó traumático. 
Sin embargo, cuando tuvieron que enfrentarse a la
realidad de la reducción de gastos y a la posible ban-
carrota,  algunas  universidades  comenzaron  inme-
diatamente a echar mano de su independencia y a 
desarrollar una variedad de formas para generar in-
gresos y reducir gastos. Algunas de las estrategias 
que vigorosamente siguieron distintas universidades 
a partir de los 80s fueron:
Reclutamiento activo de los estudiantes extranjeros  •	
que pagaban colegiatura completa.
Mantenimiento de la “unidad de recurso” (costo  •	
promedio por estudiante) mediante la restricción 
al reclutamiento de estudiantes.
Establecimiento de compañías universitarias con el  •	
fin de vender servicios de enseñanza e investigación.
5. Un importante estudio, patrocinado por el gobierno, sobre el futuro de la 
educación superior que publicó su reporte en 1963. Una de sus principales reco-
mendaciones era que, en su debido momento, todas las instituciones importantes 
de educación superior debían convertirse en universidades autónomas.
6. Tyrell Burgess (19??) describió éstos como los “sectores de servicio” y los 
sectores “autónomos” de educación superior: el primero surgió de las necesida-
des sociales y económicas de la fuerza de trabajo calificada y el segundo de la 
búsqueda desinteresada de “financiamiento”.
7. Entre la gran cantidad de literatura que puede encontrarse en relación con 
esta “nueva administración pública” en el poder en el Reino Unido, se citan con 
frecuencia 1977 y Pollitt 1999.
8. Una señal de que se trató de una medida apresurada y mal diseñada fue 
el hecho de que inicialmente tenía la intención de aplicarse también a los es-
tudiantes de la Comunidad Europea. Sólo cuando entró en juego la amenaza 
de acción legal, se aceptó que el Tratado de Roma requería que todos los es-
tudiantes de la Comunidad fueran tratados bajo los mismos términos que los 
estudiantes del Reino Unido.
9. El relato de Kogan y Kogan (1983), fácil de leer, aunque un tanto polémico, 
da cuenta de estos acontecimientos y de sus efectos inmediatos sobre las uni-
versidades.G
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Formalización de los servicios de consultoría brin- •	
dados  por  miembros  del  personal  académico  y 
cobro por los costos directos e indirectos de cual-
quier servicio brindado.
Creación de Parques de Ciencia y Negocios.  •	
Renta de instalaciones de enseñanza y vivienda en  •	
las épocas en que los estudiantes no las utilizaban 
(Williams, 1992).
Dichas actividades explícitas de estrategias de mer-
cado, combinadas con la austeridad financiera, dieron 
como resultado el surgimiento de una variedad de 
problemas administrativos y una amplia serie de cam-
bios administrativos en universidades y colegios.10 
Los estilos tradicionales de administración de cole-
gios no fueron capaces de responder a un ambiente 
financiero mucho más hostil y a la idea de que ya no
podían confiar en que el gobierno garantizaría la su-
pervivencia financiera de universidad alguna. La muy 
citada respuesta de la universidad de Warwick (por 
ejemplo, en Williams 1922 y Clark 1997) fue “ahorra 
la mitad, gana la mitad”. Muchas otras universidades 
siguieron el ejemplo de Warwick y esto, inmediata-
mente,  provocó  que  surgieran  algunas  preguntas: 
¿qué tan conveniente era que una universidad gene-
rara ingresos a partir de cualquier tipo de fuente no 
cercana a su misión esencial relacionada con la ense-
ñanza académica y la investigación?, la generación de 
ingresos debía tener prioridad sobre otros aspectos 
de la misión universitaria?, ¿cómo podrían coexistir 
las actividades cuyo fin principal era la generación 
de ingresos con las actividades académicas tradicio-
nales? Uno de los aspectos de este debate, que toda-
vía genera tensiones en la profesión académica, es
el grado en que el éxito en la generación de ingresos 
mediante la investigación aplicada y la consultoría 
deberán complementar, o suprimir, los criterios acadé-
micos tradicionales para nombrar al personal o pro-
moverlo a posiciones de mayor jerarquía.11 
A pesar de los problemas, el éxito obtenido en tales 
emprendimientos por algunas universidades mostró 
que éstas eran absolutamente capaces de producir 
dinero complementario respondiendo a las oportu-
nidades del mercado cada vez que lo necesitaran. En 
los años 80s no hubo una sola universidad que en-
trara en bancarota como consecuencia de los recortes 
a los recursos gubernamentales a pesar de que al-
gunas estuvieron muy cerca de la bancarota. (Véase 
Shattok 2003). Un claro indicador cuantitativo del 
éxito en esta relación con el mercado es el hecho de 
que, para los años 80s, las universidades británicas 
reclutaban más estudiantes extranjeros que en 1979, 
último año en que fueron completamente subsidiadas 
por fodos del gobierno británico.
Sin embargo, también había ejemplos de cómo el 
gobierno se veía en la necesidad de rescatar a algu-
nas universidades. Uno de los hechos más impor-
tantes –que sin duda influenció la manera de pensar 
del gobierno cuando se estaba redactando la Ley de 
Reforma Educativa de 1988– fue que muchas univer-
sidades no podían reducir su nivel de empleados para 
responder a los recortes debido a que, desde el inicio
de sus carreras, habían otorgado a su personal con-
tratos vitalicios.12 En 1983, el gobierno tuvo que im-
plementar un esquema especial de retiro temprano 
para permitir que las universidades pudieran recom-
pensar a sus empleados por la pérdida de su contrato 
vitalicio y esto resultó muy caro. Además existía evi-
dencia de que, con frecuencia, los empleados más 
capacitados eran quienes podían encontrar empleo 
fuera del sector universitario de Gran Bretaña y eran 
quienes tenían mayor posibilidad de aprovechar las 
ventaja de los términos ofrecidos. Ésta es una de las ra-
zones por las que el gobierno eliminó el derecho legal 
de las universidades a ofrecer contratos vitalicios en 
la Ley de 1988. Esto puede verse como un paso más 
hacia la regulación de un sistema orientado hacia
el mercado, pero también hay que tomar en cuenta 
que responde a una presión financiera específica.
Sin embargo, el éxito general de las universidades 
para enfrentar la austeridad financiera hizo posible 
que el gobierno diera el siguiente gran paso: forma-
lizar los procedimientos que, inicialmente, se habían 
desarrollado como respuesta a las exigencias financie-
ras. La Ley de Reforma Educativa de 1988 reconoció el 
exitoso desempeño de las universidades en el merca-
do y las transformó de confiables proveedoras subsi-
diadas de altos nivel de enseñanza e investigación en 
vendedoras auditadas de servicios académicos. La 
confirmación de que ésta era la intención se puede ver 
en las cartas enviadas por el Secretario de Estado 
para la Educación y la Ciencia al director del Con-
sejo de Financiamiento para las Universidades y del 
10. Comenzó a surgir una nueva literatura especializada en la administración de 
la educación superior, por ejemplo, Lockwood & Davies (1985) y Jarratt Report 
(1984).
11. Una de las soluciones que ha sido adoptada por bastantes universidades 
–especialmente pero no solamente en las universidades que fueron creadas 
después de 1992– ha sido crear caminos paralelos en las carreras en que espe-
cialistas en maneras alternativas de generar ingresos pueden ganar salarios altos 
pero no títulos académicos mayores. En algunos casos también han ganado 
grados académicos. Se piensa que esto incrementa su respeto por la profesión 
académica más tradicional. Un problema más mundano fue el estatus de im-
puestos. Legalmente, las universidades y los colegios son instituciones de servicio 
y esto les otorga una variedad de privilegios en relación al pago de impuestos 
siempre y cuando mantengan su condición de prestadores de servicios no lu-
crativos. Sin embargo, si comienzan a generar ganancias (¿y cuándo es que un 
excedente se convierte en ganancia?) de las actividades que generan ingresos, 
y particularmente si esto los pone en competencia directa con empresas del 
sector privado, puede llegar a verse como competencia desleal y puede llevar a 
generar mayores demandas relacionadas con los impuestos.
12. Existían razones económicas para poder lograr el necesario crecimiento en el 
número de miembros del personal, con costos inmediatos razonables, durante 
la expansión de finales de la década de los 60s. Véase Williams, Blackstone, 
Metcalfe 1983.47
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Consejo de Financiamiento para Politécnicos y Cole-
gios, el día en que el Acta de Reforma Educativa fue 
aprobada como ley.
Espero que el Consejo desarrolle formas de financia-
miento que reconozcan el principio general de que los 
fondos públicos que se conceden a las universidades se 
otorgan a cambio de la provisión de enseñanza e inves-
tigación, y que son una condición para su entrega…
… espero que busque formas de alentar activamente 
a las universidades a que incrementen sus ganancias 
privadas de manera que el Estado pueda disminuir el 
apoyo financiero a las instituciones y se incremente el 
incentivo para responder a las necesidades de los es-
tudiantes y empleados (Carta del Secretario de Estado 
para la Educación y la Ciencia al director del Consejo 
de Financiamiento para las Universidades, fechada el 
31 de octubre de 1988).
El Consejo de Financiamiento respondió a la primera 
de estas exhortaciones instituyendo normas de finan-
ciamiento y un sistema de “informes de financiamien-
to”, que afectaron los contratos con cada universidad,
en los que se especificaba lo que se solicitaba a cambio 
del dinero asignado y que también incluían normas de
financiamiento  que  establecían  precios  para  cada 
estudiante reclutado por la universidad. Más aún, a 
diferencia del anterior Comité de Financiamiento de 
Universidades, la mayor parte de los miembros del 
nuevo Comité de Financiamiento inaugurado por 
la Ley, eran asignados por el gobierno y provenían 
de universidades externas.
INcENTIvos DE fINaNcIaMIENTo y EL sURgIMIENTo 
DE La EDUcacIóN sUPERIoR MasIva
Para finales de 1980, la política del gobierno estaba 
siendo influenciada por la aparición de la serie de 
publicaciones de estadística anual producida por la
ocde Una mirada a la educación (Education at a Glance). 
Estas importantes publicaciones revelaron que las ci-
fras del Reino Unido, en cuanto a la participación en la 
educación superior, se encontraban muy por debajo 
de la mayor parte de los países de la ocde. Al mismo 
tiempo, cada vez se creía más en la importancia de 
crear una fuerza de trabajo bien calificada que tuviera 
éxito en una sociedad que cada día tenía más interés en 
el conocimiento. Debido a esto, el gobierno cambió 
su preocupación por ahorrar dinero y se dio cuenta 
de que existía la necesidad de lograr la expansión 
universitaria para reforzar el crecimiento económico.
Antes de 1988, las universidades habían afirmado que 
la expansión debía darse manteniendo los niveles 
existentes de costo promedio por estudiante pero esto 
resultaba muy caro desde el punto de vista de la Se-
cretaría de Hacienda13 (Bird, 1994). El Departamento 
de Educación y Ciencia puso en evidencia a ambas 
partes. En 1989, el gobierno transfirió alrededor del 
20% del financiamiento principal que hacía a las insti-
tuciones vía pago directo y lo utilizó para subsidiar el 
pago de cuotas realizadas por estudiantes asignando
el dinero directamente a las universidades y politéc-
nicos. De hecho, se trataba de un programa de vales 
que cubrían cerca de un cuarto de los costos de do-
cencia de las universidades y los colegios. Para en-
tonces, las universidades se habían acostumbrado a 
reclutar activamente a estudiantes extranjeros y co-
menzaron a aplicar su ya adquirida experiencia en 
el mercado para reclutar estudiantes británicos (y de 
Estados Unidos) con costos bajos.
Estos dos cambios, la fórmula de financiamiento 
basada en el número de estudiantes y el subsidio de al 
menos un cuarto de los costos de la docencia, sentó 
las bases para una expansión explosiva en el número 
de estudiantes. Tras más de una década de austeridad 
financiera, por primera vez las instituciones de edu-
cación superior se veían con escasos recursos y, por 
primera vez, los politécnicos y los colegios podían 
tomar sus propias decisiones financieras. El número 
adicional de estudiantes significó dinero adicional. 
Las instituciones educativas respondieron al cambio 
en los mecanismos de financiamiento reclutando al 
mayor número posible de estudiantes de costo com-
pleto permitido por el Consejo de Financiamiento y, 
después, reclutando al mayor número posible de es-
tudiantes de “sólo colegiatura”. Los politécnicos y el 
Consejo de Financiamiento de Colegios, que existió 
entre 1988 y 1992, acentuaron estos incentivos rete-
niendo el 10% de los fondos disponibles para llevar a 
cabo lo que en realidad resultó ser una subasta. Cada
año se invitaba a los politécnicos y a los colegios a 
ofrecer lugares para estudiantes adicionales y las ofer-
tas más convincentes y a los precios más bajos recibían 
recursos adicionales. Esto llegó al punto en que se 
agotó el dinero al que les daba acceso el gobierno. Al 
año siguiente, la asignación promedio por estudiante 
se redujo al promedio alcanzado una vez que la puja 
había terminado lo que redujo el ingreso estándar 
por estudiante para todas las instituciones, hubieran 
participado o no en el proceso.
Como resultado aumentó en un 75% la inscripción 
de estudiantes de primer grado entre 1988 y 1993 y 
muchas instituciones duplicaron su matricula durante
los siguientes 5 años. Por otra parte y como conse-
cuencia, hubo una severa caída en el ingreso promedio
de fondos públicos por estudiante que se redujo en 
cerca del 25% durante el mismo periodo de cinco años. 
La diferencia residía en que ahora que se comenzaba 
Fue hasta ese momento que se comenzó a debatir si 
la compra de servicios de docencia uno a uno era la 
mejor manera de financiar las universidades y, si era 
apropiada, qué tipo de regulación de mercado resul-
taba necesaria. Al mismo tiempo, y en parte como 
consecuencia de la disminución cada vez mayor de 
ingresos provenientes de estudiantes adicionales del  13. Secretaría de Finanzas.G
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Reino Unido (y Estados Unidos), todas las Universida-
des y Colegios continuaron explotando con aún más 
fuerza el mercado de estudiantes de otros continentes.
La política de expansión de principios de los 90s 
tuvo tanto éxito (véase Anexo) que para mediados de 
esta década el gobierno se encontraba preocupado 
por dos asuntos: por una parte, el temor de que las 
instituciones de educación superior14 no mostraran 
suficiente interés por la calidad a medida que aumen-
taba explosivamente el número de estudiantes y dis-
minuían más y más las unidades de costo; la otra 
preocupación era que, a pesar del remplazo parcial 
de  fondos  de  mantenimiento  para  los  estudiantes 
por la vía del préstamo y a pesar de que, a través del 
mecanismo de abatimiento de precios hasta lograr
los costos marginales que se describen antes, cada 
estudiante adicional costaba menos que el costo pro-
medio por estudiante previo, la expansión era tan 
rápida que los compromisos de gastos totales del go-
bierno para la educación superior estaban creciendo 
a una velocidad inaceptable. Como consecuencia, en 
1995 se revirtió la política de expansión. Se impusieron 
candados para evitar la expansión descontrolada y 
las  universidades  tuvieron  que  pagar  una  “multa” 
por cada estudiante que reclutaban por encima del 
número ideal establecido por el Consejo de Finan-
ciamiento para la Educación Superior.
El tope al número de estudiantes de nuevo ingreso 
duró hasta 1998 cuando el nuevo gobierno Laborista 
revirtió la política de restricción a la matrícula y co-
menzó a alentar una mayor expansión. El desarrollo 
de esta política culminó en febrero de 2003 cuando el 
Libro Blanco (decreto mayor del Gobierno) confirmó 
que:
Los imperativos económicos nacionales sostienen nues-
tro objetivo de incrementar, para finales de esta década, 
en un 50% la participación en la educación superior de las 
personas entre 18 y 30 años de edad. La participación 
en Inglaterra es ya de 43% (DfES 2003 p.57).
Sin embargo, el gobierno desalienta la expansión de 
las licenciaturas tradicionales de tres años. El Libro 
Blanco anunció también que:
Deseamos  ver  la  expansión  de  licenciaturas  de  dos 
años enfocadas en el trabajo, así como la expansión de 
estudiantes maduros asimilados al mercado de trabajo 
y desarrollando sus habilidades (ibid p. 60)
Entonces, el Consejo de Financiamiento para la Edu-
cación Superior de Inglaterra recibió la instrucción 
de concentrar los fondos adicionales para la docencia 
en “licenciaturas base” de dos años. 
Así las cosas, a cada universidad y colegio se le 
asigna un número meta de estudiantes por año y gana 
un “precio” por cada alumno que inscribe para cum-
plir con esta meta.15 La calidad de la educación que 
se ofrece es monitoreada por la Agencia para la Sal-
vaguarda de la Calidad (Quality Assurance Agency).
Si esta agencia no considera que un curso alcanza 
un estándar aceptable, los fondos asignados para ese 
curso pueden ser retenidos. En la práctica, esta san-
ción no ha sido utilizada directamente porque las 
universidades han descontinuado el escaso número 
de cursos que no han alcanzado el estándar requerido. 
En el otro extremo del espectro, los departamentos 
universitarios  que  ofrecen  cursos  que  la  Agencia 
para la Salvaguarda de la Calidad considera cuentan 
con un estándar muy elevado pueden ponerse metas 
más altas en el número de estudiantes y, por lo tanto, 
pueden obtener un mayor ingreso potencial de parte 
de los consejos que otorgan los fondos.
Cada universidad recibe fondos básicos para la 
investigación y éstos dependen de la calidad y la can-
tidad de su investigación. Mediante un “ejercicio de 
evaluación de investigación” los pares académicos 
toman en cuenta la investigación realizada en los cua-
tro años previos y su potencial para el futuro. Éste es 
otro aspecto de la educación superior inglesa con-
temporánea en que el mercado está regulado por 
decisiones colectivas con influencia del gobierno. A
cada departamento de la universidad se le califica 
con un número del 1 al 7. Esta calificación la otorga 
un panel nacional de pares académicos que consi-
dera el grado en que el trabajo de investigación ha 
cumplido con los estándares nacionales e internacio-
nales durante los cuatro años previos. Esta parte del 
ejercicio en gran medida se basa en criterios aca-
démicos.16 Sin embargo, la fórmula que finalmente 
convierte estas calificaciones en dinero depende en 
gran medida de la política del gobierno y de una feroz
lucha de negociación entre las universidades. El cua-
dro del Apéndice muestra los actuales coeficientes 
principales de estas fórmulas. Cualquier departamen-
to que obtenga menos de 417 puntos en su más reciente 
ejercicio de evaluación de la investigación deja de 
recibir fondos básicos para la investigación. Contro-
versialmente, un departamento de medicina que ob-
tiene una puntuación de 5 recibe, por cada individuo 
en su personal, alrededor de 5.4 veces por miembro, 
mientras que un departamento de historia con una 
14. Para este momento, después de la aprobación de la Ley para Más educación 
superior y más educación continua (Higher and Further Education Act) en 1992, 
(la cual puede considerarse como una adición a la Ley de 1988) la gran mayoría 
de los estudiantes se encontraba en instituciones llamadas universidades.
15. Existen cuatro rubros de precios: medicina, asuntos de laboratorio, asuntos 
de laboratorios parciales y otros asuntos.
16. Siendo estrictos, la graduación es de 1-5 pero el nivel 3 se divide en 3ª y 3b y 
el nivel 5 se complementa con un 5ª indicando que se considera que toda la in-
vestigación realizada en un departamento alcanza estándares internacionales.
17. Una calificación de 4 indica que se considera que la mayor parte de la inves-
tigación a alcanzado, al menos, “niveles nacionales de excelencia”.49
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calificación de 4 recibe lo mismo. Obviamente, las 
universidades que cuentan con varios departamentos 
que han recibido calificaciones altas desean que se 
eleve la escala y aquellas con calificaciones más bajas 
buscan que la escala sea más menor. En el periodo
de veinte años en que ha operado el ejercicio de eva-
luación de investigación, esta escala se ha vuelto 
considerablemente más difícil por lo que los fondos 
disponibles se han concentrado en un número menor 
de universidades. El Libro Blanco de 2003 propone 
que esta escala se vuelva aún más exigente. 
A partir de mediados de los 90 las instituciones de 
educación  superior  también  se  volvieron  elegibles 
para recibir “financiamiento de apoyo” por parte de 
los consejos de financiamiento de la educación supe-
rior. La intención principal de estos fondos es brindar
una base para el trabajo que sirva a los negocios y a la 
comunidad a través de medios alternativos a la ense-
ñanza y la investigación académica (cursos cortos de 
capacitación, asesorías, etc). Todos los colegios pue-
den recibir estos fondos pero deben negociarlos sa-
biendo que se asignan en un esquema competitivo 
que depende de la cantidad de esfuerzo aparente que 
las universidades están dispuestas a poner en este 
tipo de actividades.18 Actualmente estos fondos son 
escasos si se comparan con los fondos asignados a 
la docencia y la investigación pero el Libro Blanco 
de 2003 anunció que van a ampliarse considerable-
mente en los próximos años (aunque permanecerán 
siendo escasos si se comparan con los asignados a la 
corriente dominante de investigación académica).19 
Aunque los principios básicos del financiamiento 
de la docencia, la investigación y las actividades de 
corriente terciaria son fáciles de establecer, cada una 
de las corrientes principales cosiste en sí misma en
una red de fondos por goteo, cuatro estímulos precia-
dos por enseñar asignaturas, ochenta categorías para 
evaluar la investigación, además de las negociacio-
nes individuales para conseguir fondos de apoyo. Los
detalles de las fórmulas y los procedimientos involu-
crados son complejos20 y, en parte, la política del go-
bierno se implementa, en la práctica, a través de la
manipulación de la letra pequeña contenida en estas 
fórmulas. Para una universidad, determinar la estra-
tegia apropiada para maximizar el ingreso institu-
cional y salvaguardarlo en el futuro es una responsa-
bilidad básica que debe asumir cualquier equipo de
decanos administradores y cualquier cuerpo de go-
bierno. En el balance también debe tomarse en cuenta 
la reputación académica al largo plazo; el flujo diario 
de dinero; el desarrollo profesional del cuerpo do-
cente y de investigación; el aprendizaje y el bienestar 
de los estudiantes; el estado de las instalaciones y el 
equipo; y las relaciones con los comunidades local, 
nacional y global. 
La REgULacIóN DE La caLIDaD DE La ENsEñaNza
El nuevo mecanismo de financiamiento que se intro-
dujo con la Ley de 1988 tenía el propósito de estimular 
la expansión, pero el grado de éxito que obtuvo fue 
completamente inesperado. Sin embargo, se estimaba
que la expansión combinada con la reducción en el 
financiamiento  público  por  estudiante  provocaría 
algunos riesgos en relación con la calidad. Entonces, 
comenzó un juego político en el que las universidades 
y el gobierno competían para controlar el asegura-
miento del proceso de control de calidad.
El establecimiento inicial de los procedimientos de 
salvaguarda de la calidad por parte de las universida-
des fue el que típicamente siguen muchos mercados: 
los proveedores comerciales compiten ferozmente 
entre ellos y, al mismo tiempo, colaboran para enfren-
tar una amenaza externa que los dañaría por igual. En 
este caso, la amenaza que enfrentaban las universi-
dades en 1989 era la violación de su autonomía por 
parte del gobierno al establecer una agencia para mo-
nitorear y regular la calidad de su enseñanza. Por lo 
tanto, las universidades mismas instauraron la Unidad 
de Auditoría Académica (Academic Audit Unit) con la 
misión de garantizar que cada universidad contara
con mecanismos de salvaguarda de la calidad y que 
estos mecanismos funcionaran de manera efectiva. Por 
si esto no convencía al gobierno en de que ofrecían 
efectiva salvaguarda para los estudiantes y los contri-
buyentes, en 1992 se establecieron los Comités de 
Evaluación de Calidad dentro de los Consejos de Fi-
nanciamiento.21 Dichos comités organizaron la obser-
vación directa y el monitoreo de la docencia en cada 
uno de los programas de enseñanza. Por lo tanto, du-
rante unos cuantos años las universidades, que con-
taban con poca experiencia previa en la evaluación 
externa de la calidad de su enseñanza, tuvieron no una 
sino dos agencias que monitoreaban la calidad de su 
enseñanza al mismo tiempo que competían entre sí.22
En 1997, estas dos agencias se unieron para formar 
la Agencia de Salvaguarda de la Calidad que desem-
peñó  tareas  parecida  a  la  que  desempeñaban  las 
agencias regulatorias de los servicios públicos priva-
tizados.
18. En 2003/4 la asignación de fondos para estos tres rubros de financiamiento 
en Inglaterra fue: para Docencia £3,400 millones; para Investigación, £1,000 
millones; para Negocios y Comunidad £58,000 millones.
19. En 2003/4 la cantidad de fondos asignados para “Negocios y la Comunidad” 
en Inglaterra fue de £58 millones comparada con £1,042 millones para la inves-
tigación y £3,399 para la docencia.
20. Una descripción útil de las fórmulas se encuentra en HEFCE (2003) disponible 
en www.hefce.ac.uk
21. La historia completa de estos acontecimientos debe también tomar en cuenta 
lo que sucedía en el sector no-universitario hasta 1992. Hasta 1992, el sector 
de los politécnicos y los colegios se encontraba bajo la tutela académica del 
Consejo para Premios Académicos Nacionales cuya función primaria era asegurar 
que los grados ofrecidos en los politécnicos y colegios fuera equivalente a los 
de las universidades.
22. Algunas tenían una mayor regulación de la calidad que esto para competir. 
Por ejemplo, los formadores de profesores eran evaluados frecuentemente y 
con rigor por los inspectores de la escuela de Su Mejestad.G
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Los estándares aceptables de enseñanza, evalua-
dos externamente, se han convertido en una condición 
para la recepción de fondos del gobierno, pero la in-
tención paralela de premiar a las universidades y co-
legios que, según el juicio de los evaluadores, cuentan 
con una enseñanza particularmente buena, ha resul-
tado más difícil de implementar. ¿Por qué razón los 
contribuyentes tendrían que dar un dinero extra a 
insituciones que, de hecho, brindan una enseñanza de 
calidad? Esto contrasta con el área de la investiga-
ción, que ha mostrado otra respuesta del mercado 
absolutamente no anticipada: los resultados en la in-
vestigación establecen un sólido caso que indica la 
conveniencia de concentrar los fondos para la inves-
tigación ahí en donde parecen tener mayor probabi-
lidad de ser usados con más efectividad. A nivel de 
las universidades y los departamentos individuales, 
los bonos por el éxito en la investigación son bastante 
considerables por lo que las universidades han dado
por cambiar los recursos que asignaban a la enseñan-
za que, más allá del umbral mínimo consigue pocos 
bonos adicionales, al área de la investigación en donde 
los bonos adicionales por altos logros son bastante 
atractivos.
No obstante, es posible que la calidad, al menos 
en cuanto al apoyo documental para los estudiantes, 
haya mejorado debido a que los departamentos han 
buscado obtener calificaciones altas en las inspeccio-
nes de sus Comités de Evaluación de Calidad. 
DIvERsIfIcacIóN DE Las fUENTEs DE fINaNcIaMIENTo 
y sUs coNsEcUENcIas
Durante los diez años que siguieron a los recortes de 
1981, la mayor parte de las universidades incremen-
taron considerablemente los ingresos que no prove-
nían del gobierno (Williams, 1992) y esta tendencia ha 
continuado casi sin interrupción desde entonces. En 
1979/80 más del 75% del ingreso de las universidades 
británicas provenía directamente del gobierno; la co-
rrespondiente cifra es ahora menor del 40% (hesa 
2003) y en varias universidades es mucho más baja.
Una consecuencia de la diversificación de fuentes 
de financiamiento es que el espectro de actividades 
consideradas legítimas para las universidades se ha 
ampliado  considerablemente.  De  ser  instituciones 
dedicadas a la investigación y a la enseñanza de alto 
nivel, muchas se han convertido en empresas casi co-
merciales que venden servicios en la industria del 
conocimiento a una gran variedad de compradores. 
Esto ha sido reconocido formalmente por el Consejo 
de Financiamiento para la Educación Superior, que, 
recientemente, estableció una tercera corriente de fi-
nanciamiento para crear vínculos entre los negocios 
y la comunidad.
Otra consecuencia de la diversificación de los re-
cursos financieros es que la administración activa de 
las universidades y los politécnicos se hizo mucho más 
visible. En particular, se fortaleció la administración de
los recursos financieros. Casi todas las universidades 
tienen ahora algún tipo de Modelo de Asignación de 
Recursos (mar en español y ram, por sus siglas en 
inglés)23 que, básicamente, es un conjunto de fórmu-
las que constituyen un instrumento de planeación y 
administración para asignar fondos de manera siste-
mática a cada unidad de costo en una universidad. 
Los departamentos y los centros que no son viables 
financieramente según lo indica el mar deben: reducir 
sus costos, incrementar sus ingresos provenientes de 
otras fuentes, buscar subsidios de otras áreas de la 
misma universidad al contribuir con aportes no finan-
cieros a su bienestar, o, finalmente, convertirse en 
candidatos al cierre.
Hay distintos modelos mar que van desde aque-
llos que se adjudican la mayor parte de las decisiones 
estratégicas24 (como asignar a un grupo central de ad-
ministración estratégica dentro de la universidad la
prerrogativa de otorgar recursos financieros a los 
centros de costo dispersos únicamente para los gastos 
diarios), hasta los modelos que transfieren la mayor 
parte de las decisiones sobre los gastos a los centros 
de costo delegados mientras el grupo de administra-
ción central monitorea solamente el ingreso general 
y la posición de los gastos, así como algunos indica-
dores de calidad tales como las calificaciones obteni-
das en la evaluación de la enseñanza y la investigación. 
Algunos mar imitan los criterios utilizados por los 
Consejos de Financiamiento en sus designaciones 
de fondos para la universidad en cuestión y otros se
construyen dentro de la institución misma con base 
en sus propias percepciones acerca de su misión y sus 
prioridades financieras (Jarzabkowski, 2002).
Actualmente es muy común que, en las universida-
des británicas, se implemente la estrategia y el finan-
ciamiento centralizados para iniciativas nuevas, junto 
con una considerable transferencia de autoridad para 
implementar estas iniciativas. Algunas veces, ciertas 
facultades, como las escuelas de medicina y comercio, 
cuentan con la capacidad de generar considerables 
ingresos independientes y es común que las escuelas 
de comercio, por ejemplo, que con frecuencia tienen 
vínculos cercanos con intereses externos económi-
camente ricos, consigan negociar términos especial-
mente favorables para ellas mismas. A las universida-
des casi siempre les conviene hacer esto porque una 
escuela de comercio exitosa, con frecuencia, puede 
aportar  considerables  ingresos  a  los  fondos  gene-
rales aunque éstos se encuentren “gravados” a una 
23. A principios del año 2000 un estudio realizado por la Adminstración de Uni-
versidades y Red de Administración en Europa (humane, University Managment 
and Administration Network in Europe) sobre las herramientas de asignación de 
recursos en las universidades mostró que 80% de las instituciones de educación 
superior del Reino Unido usaban modelos de asignación en la distribución de sus 
recursos internos. La cifra ha crecido casi sin dudad desde entonces.
24. Como los de las nuevas iniciativas mayores o el nombramiento de personal 
académico y de otro tipo.51
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taza relativamente baja. Otras facultades, como las de 
ciencias naturales pueden, por el contrario, requerir 
altos subsidios de otras fuentes de la misma universi-
dad; pero se puede pensar que vale la pena pagar 
estos subsidios debido al prestigio que puede venir 
asociado, por ejemplo, a un exitoso departamento 
de física. 
Una práctica reciente es que se deleguen muchas 
de las decisiones estratégicas a las facultades o a las 
“escuelas”. Las escuelas de medicina, comercio, ingenie-
ría o derecho, con frecuencia, son lo suficientemen-
te ricas y poderosas como para emplear un equipo
capaz de tomar por sí mismo, casi todas las decisio-
nes, incluyendo el empleo de personal académico, sin 
más que una ligera supervisión por parte del equipo 
de administración central para asegurar que asuntos 
como el pago de impuestos, la ley laboral o las políti-
cas universitarias con respecto a la igualdad de opor-
tunidades sean respetados. Muy reciente y debido a 
la restructuración de las universidades circula una 
nueva tendencia a agrupar a distintos departamentos 
y facultades de ciencias tradicionales y artes en una 
misma “escuela” a la que se pueden delegar poderes 
similares de toma de decisiones.
La devolución a las unidades organizativas consti-
tutivas del poder total sólo es posible en aquellas uni-
versidades con una cultura institucional fuerte que va 
más allá de las obvias tendencias separatistas inheren-
tes a dicha devolución (Williams, 1993). Cambridge 
–una de las universidades inglesas más exitosas, que 
por razones históricas siempre tuvo una estructura 
de toma de decisiones muy difusa– comienza a pre-
guntarse si los recursos de la universidad se emplean 
de manera tan eficiente como deberían emplearse. 
La Universidad de Londres, que también estaba casi
completamente descentralizada en la toma de decisio-
nes financieras, de hecho se dividió a principios de los 
90s y aquellos poderes restantes de la universidad 
central que fue son ahora un mero vestigio. Proba-
blemente habrían desaparecerían por completo si no 
fuera por el hecho de que, legalmente, todos los tí-
tulos otorgados por las escuelas y colegios que cons-
tituyen la univrsidad son títulos de la Universidad de 
Londres y, hasta ahora, sólo uno de estos colegios y 
escuelas tiene la facultad legal para otorgarlos.
Uno de los problemas que han subrayado la dele-
gación de lo financiero y el desarrollo de los mar es 
el de los costos indirectos o fijos. En parte, se trata de 
una cuestión técnica de contabilidad y, en parte, una
cuestión de valores relacionados con ideas fundamen-
tales que se preguntan por qué existe una universidad 
como institución. Como en cualquier organización in-
tegrada cada una de las sub-unidades de producción
tiene que cubrir sus propios costos directos, contri-
buir a los servicios comunes de la institución en su 
conjunto (por ejemplo, el registro de estudiantes, la 
oficina de finanzas, los servicios de información) y 
también a los fondos que puedan usarse de manera 
directa o indirecta para nuevos desarrollos. La ma-
nera tradicional de enfrentar dichos costos indirectos,
cuando la mayor parte del financiamiento otorgado 
por el gobierno venía en la forma de un solo bloque 
de recursos, era el “top-slicing” (término usado única-
mente en la Gran Bretaña que significa recortar em-
pezando por la punta N del T). En términos generales 
esto significa que, de la asignación total de recursos,
se toma lo necesario para los gastos generales, antes 
de que el resto de los fondos se asigne a los centros de
costo delegado. En una universidad con orientación 
de mercado este procedimiento tiene dos desventajas 
principales. La primera es que, mientras los centros 
de costo de operación están sujetos a una rigurosa 
disciplina financiera a través de la operación de las 
fórmulas, la percepción general es que esta disciplina 
es mucho más laxa en el caso de los servicios centrales.
La segunda es que los servicios centrales son tratados 
por los departamentos de operación como si fueran 
servicios gratuitos (por ejemplo, la biblioteca central 
solicita libros y publicaciones periódicas a pesar de los 
costos implicados o de los probables niveles bajos de 
uso). El asunto más debatido de este tipo es el uso 
del espacio físico en la universidad. Si los salones de 
clase y las oficinas del persona son “gratuitas” existe 
un incentivo comprensible para que cada centro de 
costo solicite y mantenga el mayor espacio posible. 
Los reclamos en relación con los espacios subutili-
zados son una de las quejas principales de quienes, 
desde fuera, critican la adminisrtación de los fondos 
por las universidades.
La estrategia más común que sigue al “top slicing” 
es el “taxing” (la tasación), aunque rara vez se le lla-
ma así. Ésta consiste en un impuesto que se impone 
a todo ingreso ganado por los departamentos ya sea 
comercial o de financiamiento central a través de el 
mar. La versión más sencilla es un impuesto estanda-
rizado que se cobra por cada ganacia de cada centro 
de costo. En efecto, esto es un poco diferente del “top 
slicing” pero subraya otra dificultad: los diferentes 
grados de uso de cada servicio por parte de cada
centro de costo. Un grupo de investigación puede 
declarar que tiene un muy bajo registro de estudiantes 
en la biblioteca cenral, mientras que un departamento 
de humanidades, que predominantemente se dedica 
a la enseñanza, puede cuestionar la necesidad de 
pagar para que los investigadores tengan acceso a 
cada nuevo producto de la tecnología de información 
tan pronto como aparezcan. Una alternativa es gravar 
los impuestos de manera diferenciada de acuerdo 
con el valor intrínseco que perciba la universidad en 
cada una de las actividades, y tomando en cuenta el 
potencial de retribución, para la propia universidad, 
que pueda derivar de las actividades. Un cobro di-
ferenciado como éste hace perder sentido al cobro 
de servicios como la biblioteca y la sala de cómputo. 
En Londres, por ejemplo, los colegios ahora compran 
boletos para los estudiantes y para el personal cuyo 
trabajo requiere el uso de la biblioteca central. Los 
servicios centrales para carreras universitarias están G
a
r
e
t
h
 
W
i
l
l
i
a
m
s
.
 
E
l
 
M
e
r
c
a
d
o
 
d
e
 
E
d
u
c
a
c
i
ó
n
 
S
u
p
e
r
i
o
r
 
e
n
 
e
l
 
R
e
i
n
o
 
U
n
i
d
o
,
 
p
p
.
 
4
3
-
6
1
.
sujetos a un trato parecido. Son pocas las universida-
des británicas que no han sostenido fieros debates 
acerca de asuntos como estos en las últimas dos dé-
cadas, y muchas han experimentado distintas versio-
nes de estos modelos de cobro por impuestos y por 
impuestos diferenciados. Muchas de las actividades 
de rutina actualmente necesarias para operar la en-
señanza y la investigación están sujetas a procedi-
mientos que se cobran a los usuarios. Ésta es una 
de las distintas áreas administrativas en las que, la 
nueva tecnología, ha facilitado el trabajo de mercadi-
zación. El correo postal, los teléfonos, los materiales 
que son utilizados por las áreas de enseñanza e inves-
tigación como el papel y los discos para la compu-
tadora pueden cobrarse al grupo o al individuo que 
los usa en lugar de ser vistos como un servicio gra-
tuito de la administración burocrática. 
A medida que las universidades han tenido que 
depender  cada  vez  más  de  diversas  actividades  que  ge-
neran ingresos para suplir, y muchas veces reempla-
zar, el ingreso principal proveniente del gobierno, 
el mar se ha convertido no sólo en un conjunto de 
fórmulas para la asignación de recursos, sino también 
en una herramienta estratégica de administración; 
representa tanto un instrumento para el gravámen de 
impuestos como para la organización del gasto. Pero 
además de los asuntos técnicos administrativos que 
se trataron en los párrafos anteriores, surgen pregun-
tas que van directamente al corazón de la naturaleza 
misma de una universidad como institución: ¿los “im-
puestos” deben ser proporcionales o progresivos?, 
¿se debe esperar que aquellos departamentos que 
generan una mayor cantidad de ingresos comerciales 
paguen impuestos más altos que aquellos con menos 
oportunidad para generarlos?, ¿cuánto deberían sub-
sidiar los primeros a los segundos?, ¿los distintos tipos 
de actividades generadoras de fondos deberían soli-
citar la misma cantidad de impuestos y en la misma
forma? Algunas de estas preguntas atañen directa-
mente a la “misión” central de la universidad. Tome-
mos por ejemplo el caso de las colegiaturas de los estu-
diantes extranjeros. Éstos tendrían quizá que pagar 
la totalidad de los costos relacionados con el uso de 
todas las instalaciones universitarias, ¿pero deberían 
pagar algo más?, ¿qué contribuciones deberían hacer 
a la labor de investigación del personal académico? 
Si este cierto que, como algunos afirman, la investi-
gación y la enseñaza son completamente simbióticas, 
debería usarse la misma proporción de sus cuotas 
para contribuir al programa de investigación que la 
proporción relacionada con el ingreso total de la uni-
versidad, pero ¿es ésto razonable, es deseable?
Podría decirse que, otras actividades que generan 
ingresos, por ejemplo, algunas asesorías o la renta de 
algunas instalaciones, pueden no contribuir de manera 
significativa a la misión principal de la institución. 
Al parecer, sólo valdrían la pena si generan un exce-
dente que pudiera construbuir a sostener las principa-
les actividades académicas. Bajo estas circunstancias
resulta razonable que el mar se explique a partir de la 
suposición de que la universidad en su conjunto de-
bería retener todos los excedentes financieros. Sin 
embargo, inmediatamente, aparece el problema de los 
incentivos, especialmente en cuanto al personal aca-
démico. ¿Por qué esforzarse para generar un ingreso 
como éste si no existen beneficios para el individuo 
o para el grupo con que se tiene la primera lealtad? 
Una solución es establecer compañías universitarias
semi-autónomas y unidades de consulta que se encar-
guen de ese trabajo y transfieran las “ganancias” a la 
universidad. Sin embargo, más que resolverlo, ésto 
disfraza el problema de los incentivos. Existen nu-
merosos ejemplos de compañías que se han separado 
completamente de la universidad cuando sus admi-
nistradores han considerado que, para ciertas inver-
siones, los riesgos de pérdida son lo suficientemente 
bajos y que vale la pena retener todos los excedentes 
para la inversión, en lugar de compartirlos con la 
universidad.
Los derechos de propiedad intelectual sobre los 
descubrimientos  realizados  por  aquellas  personas 
que  trabajan  en  una  universidad,  probablemente 
constituyan el problema más controvertido en esta 
área. Cuando un descubrimiento científico genera un 
ingreso significativo, generalmente surgen al menos 
tres demandantes: los investigadores individuales 
que realizaron el descubrimiento; la universidad que 
los empleó cuando estaban realizando el descubri-
miento; y la compañía o compañías comerciales que 
desarrollaron el descubrimiento académico hasta con-
vertirlo en un producto para la venta. Tradicionalmen-
te, en el Reino Unido, la universidad se ha encontrado 
atrapada entre el primer demandante y el tercero, y 
muchos descubrimientos importantes han generado 
pocos o nulos ingresos para la universidad en donde 
se realizó el descubrimiento.25 Sin embargo, una di-
mensión muy importante de la inserción de las uni-
versidades en el mercado ha sido el reclamo de sus 
derechos legales a una parte significativa de los in-
gresos generados por sus miembros. La universidad 
de Cambridge –probablemente la más prolija gene-
radora de propiedad intelectual comercialmente ex-
plotable en el Reino Unido– entabló en 2003 un fuerte 
debate interno en torno a este asunto.26
25. De alguna manera, éste es uno de los mejores ejemplos que ilustran la transi-
ción de un punto de vista tradicional del rol social de la universidad a la visión de 
economía de mercado. Tradicionalmente, el personal académico ha competido 
para priorizar la publicación de los resultados de su investigación. Esto ha deter-
minado su posición entre los colegas, sus carreras académicas y la elegibilidad 
para recibir premios y reconocimientos académicos importantes. Ahora ha sur-
gido una nueva consideración en varias áreas de la investigación científica: los 
resultados no se publican hasta que los aspectos comercialmente explotables de 
ellos hayan sido protegidos por medio de patentes.
26. Una escala interesante y más pequeña donde las prácticas difieren entre si, 
y, de hecho, dentro de las universidades, es el derecho de autor y el derecho a 
las regalías sobre los libros que se escriben mientras los académicos realizan una 
investigación en la universidad. Aunque generalmente se permite a los autores 
que reciban las regalías de libros que han escrito, esta práctica no es universal 
y el personal de investigación que no cuenta con un contrato permanente, por 
ejemplo, algunas veces descubre que sus regalías pertenecen el centro de inves-
tigación que los empleó.53
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El surgimiento de fórmulas de financiamiento para 
las universidades por parte del gobierno y de Modelos 
para la Asignación de Recursos son claros indicado-
res de que las universidades, en sus esquemas de fi-
nanciamiento, tiene una pronunciada orientación de 
mercado. Sin embargo, se encuentran lejos de la muy 
citada idea del libre mercado. Tanto interna como ex-
ternamente, en su caso, la operación de mercado se
encuentra fuertemente regulada a través de una serie 
de procedimientos de auditoría y monitoreo, y a 
través de una larga serie de mecanismos regulatorios 
que controlan los salarios del personal y la admisión 
de los estudiantes y, controvercialemente, en el mo-
mento en que ésto está siendo escrito, se está cobran-
do colegiaturas a los estudiantes de licenciatura.
EL PRoBLEMa DE Las coLEgIaTURas 
Hasta los 40s, cerca de un tercio del ingreso que re-
cibían las universidades provenía de la colegiatura de 
los estudiantes (Robbins, 1963). A partir de entonces, 
se redujo el nivel de las colegiaturas y, por razones 
de equidad social, una proporción cada vez mayor de 
estas colegiatras se obtuvo de fondos públicos. Para 
los 80s las universidades recibían menos del 5% del 
ingreso de la enseñanza en forma de colegiaturas de 
estudiantes y, para todos los estudiantes del Reino 
Unido, la diferencia se pagaba a partir de fondos 
públicos, como parte de un sistema de apoyo finan-
ciero para los estudiantes. Este apoyo dependía de 
un estudio socio-económico, es decir, el dinero que 
recibía un estudiante dependía del ingreso familiar 
declarado.27 En ese entonces, algunos observadores 
consideraron un asunto anómalo que las universida-
des recibieran fondos públicos para la misma activi-
dad a partir de dos fuentes diferentes y recomendaron 
que las colegiaturas se incorporaran al otorgamiento 
general de fondos gubernamentales para las univer-
sidades y los colegios.
Sin embargo en 1989, la existencia de dos fuentes 
distintas de financiamiento alcanzó niveles críticos 
cuando el gobierno adoptó una política de expansión 
con bajos costos en el número de estudiantes. Las co-
legiaturas subieron hasta cubrir alrededor de una 
cuarta parte de los costos que la enseñanza causaba a 
las universidades pero seguían pagándose con fondos 
fondos públicos así que no había oposición alguna 
por parte de los estudiantes o de sus familias. Las
universidades podían retener el total de los ingresos 
que recibían de cualquier estudiante que inscribieran 
sólo con base en las colegiaturas y el gobierno se 
comprometía a asumir los costos. De hecho, las cole-
giaturas se convirtieron en un pagaré virtual por es-
tudiante y, en el caso de muchas universidades, apa-
rentemente cubrieron todos los gastos derivados de 
la enseñanza a un mayor número de estudiantes. Sin 
embargo, el efecto de cualquier estudiante adicional 
inscrito se tomaba en cuenta en la fórmula que de-
terminaba el monto principal de financiamiento que 
se otorgaba a las universidades al año siguiente.28 El 
hecho de matricular a estudiantes con base en sus 
colegiaturas disminuyó el costo promedio por estu-
diante y, entonces, cualquier universidad que no au-
mentara su número de estudiantes corría el serio 
peligro de perder dinero. La consecuencia de esto fue
una expansión explosiva que duró seis años en los que 
las universidades compitieron entre sí para atraer al 
mayor número posible de estudiantes. Todas las uni-
versidades, aún las de élite, en mayor o menor grado, 
fueron llevadas a esta situación. Algunas de ellas, sin 
embargo, eligieron añadir algo a sus ingresos por 
otras rutas, por ejemplo, aumentaron la proporción 
de estudiantes extranjeros, de posgrado y de inves-
tigación.29
Para 1995, el número de estudiantes había crecido
tanto que, por razones que se indican antes en la 
sección ??, el gobierno exigió un alto abrupto al pro-
ceso de expansión. Entonces, las universidades y co-
legios del Reino Unido que habían basado sus planes 
financieros en la expansión continua del número de 
estudiantes (que, por ejemplo, habían solicitado prés-
tamos para construir residencias de esudiantes) se 
encontraron con serios problemas financieros.
Un nuevo gobierno Laborista reemplazó a los Con-
servadores en 1997 pero, además de relajar el tope 
al número de estudiantes y de exhortar a las univer-
sidades y colegios a motivar la rápida expansión de 
estudiantes de grupos sociales que hasta entonces 
habían tenido una baja representación, muchas de sus 
políticas pueden verse como la continuación de ini-
ciativas que ya estaban apoyadas por la Ley de 1988 
y la Ley de 1992. Sin embargo, la Ley de Enseñanza y 
Educación Superior de 1988 avanzó un paso más en 
el enfoque de mercado al solicitar que los estudiantes 
pagaran las colegiaturas que antes se pagaban con 
fondos públicos. Ésto trasladó cerca del 25% del costo
28. Si, por ejemplo, el gasto público promedio por estudiante en el año x era 
100 y en el año x+1 bajaba a 98 como resultado de que algunas universidades 
inscribían solamente a estudiantes que pagaban colegiatura, el gobierno uti-
lizaba esa cifra como la cifra base para la asignación de recursos el siguiente 
año. El resultado era que una universidad que no incrementaba el número de 
estudiantes corría el riesgo de perder dinero cada año.
29. Por ejemplo, en la Escuela de Economía de Londres 65% de los estudiantes 
viene de afuera del Reino Unido y en el Colegio Imperial de Londres ??% de los 
estudiantes toma cursos superiores de algún tipo (o la cifra de Oxbridge).
27. Hasta 1976, los arreglos sobre los medios económicos eran tales que los 
estudiantes que provenían de familias muy adineradas tenían que pagar cuotas 
que cubría alrededor del 5% de los costos de enseñanza. En ese año, en un rapto 
de equidad mal entendida, el gobierno Laborista eliminó este requisito para 
que ningún estudiante del Reino Unido tuviera que pagar ninguna cuota por 
la educación de licenciatura. Todo el asunto relativo al apoyo financiero para los 
estudiantes puede verse como uno de los aspectos relacionados con el debate 
sobre el ingreso de la educación en el mercado, pero en este artículo se consi-
dera solo en relación con el ingreso que generan las universidades y los colegios.G
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de enseñanza a los estudiantes y sus familias.30 La 
Ley permitió que las universidades cobraran menos 
de esta colegiatura pero no que cobraran más.
Ésto también fue visto por muchas universidades 
como un paso más para fortalecer el control guberna-
mental del mercado de la educación superior. Hasta
1998 las universidades estuvieron autorizadas a cobrar 
cualquier colegiatura que quisieran imponer, aunque 
en la práctica no utilizaban este poder porque todas 
cobraban a sus estudiantes de licenciatura las cole-
giaturas que el gobierno estaba dispuesto a reembol-
sarles. Como resultado de la Ley de 1988 ya no se 
permitió a las universidades decidir el monto de las 
colegiaturas que cobraban a los estudiantes de la 
Unión Europea en los cursos de primer grado, ésto si 
deseaban continuar recibiendo fondos públicos. De 
hecho, las colegiaturas no están relacionadas con el 
costo mismo de los cursos o con los beneficios finan-
cieros que puedan derivar de estudiar distintas ma-
terias o de estudiar en diferentes instituciones.31 Las 
colegiaturas de estudiantes que provienen de fami-
lias de bajos recursos están subsidiadas. El objetivo 
es transferir parte de la carga de la expansión a las 
familias con recursos relativamente mayores sin in-
crementar la inequidad en la provisión de educación 
superior.
En febrero de 2003, el gobierno anunció su in-
tención de permitir a las universidades que aumen-
taran las colegiaturas hasta tres veces por encima 
del nivel vigente siempre y cuando permitieran a los 
estudiantes pedir préstamos para sus colegiaturas, 
mismos que pagarían (con una tasa de 0 interés) hasta 
después de su graduación, una vez que sus ganancias
profesionales se encontraran por encima del nivel pro-
medio (DfES 2003). Mientras esto se escribe, el Discur-
so de la Reina en noviembre de 2003 (la declaración 
política de los propósitos para el año 2003/4) anuncia 
la intención del gobierno de pasar una ley en la actual 
sesión del Parlamento para implementar estas pro-
puestas. Esto ha levantado enorme controversia en 
la prensa popular y el asunto se ha convertido en un 
fútbol político. En uno de los extremos del espectro, 
muchas universidades reclaman que una cuota de 
£3,000 por año no es suficiente para satisfacer sus 
necesidades financieras o para permitir un mercado
real de estudiantes universitarios. Muchas de las uni-
versidades más populares apoyan ampliamente esta 
postura a pesar de que es muy poco probable que 
vayan a enfrenten dificultades para cubrir sus vacantes 
disponibles, aún si se toma en cuenta el aumento de 
las colegiaturas. En el otro extremo se encuentran 
quienes creen que cobrar la enseñanza en el primer 
grado, se cobre lo que se cobre, es una falta de ética e 
implica una discriminación para los estudiantes que
vienen de hogares con menos poder económico. En 
esta segunda posición están algunos miembros del par-
tido del gobierno Laborista que cuentan con el apoyo 
del partido de centro Liberal-Demócrata que, tradi-
cionalmente, se ha opuesto a todo cobro por la edu-
cación y defiende la política de subir los impuestos 
para cubrir los gastos necesarios.32 El debate sufrió 
un giro adicional en el verano de 2003 cuando el prin-
cipal partido de oposición, el Partido Conservador, 
cuando se debatió el asunto en el Parlamento en el 
otoño de 2003, anunció que también él se opondría a la
imposición de cuotas con esquemas de mercado para 
las licenciaturas. Los Conservadores habían anuncia-
do que enfrentarían cualquier gasto público adicional 
reduciendo el número de estudiantes de educación 
superior y canalizando a más estudiantes al sector 
–menos caro y más vocacional– de la Educación Con-
tinua. En el momento en que se escribe este artículo, 
el resultado es muy incierto y todo indica que éste es
otro de los asuntos relacionados con el financiamiento 
de la educación superior que habrá de decidirse entre 
muchos otros asuntos políticos extenuantes (como es 
el asunto de la controversia en torno a la guerra de 
Irak) sin que ocurra un debate razonado en cuanto a 
los beneficios y costos que supone el cobro de cuotas
diferenciadas para los cursos de primer grado. La 
personalidad del Secretario de Estado para la Edu-
cación podría ser el factor decisivo pues él está po-
niendo en juego su reputación personal al abogar 
porque se permita a las universidades cobrar colegia-
turas más altas a los estudiantes ricos y a los potencial-
mente ricos.
Otra dimensión de este debate consiste en que 
éste se acompaña de un endurecimiento en la regula-
ción del mercado de educación superior. Para reducir 
la posibilidad de que los estudiantes provenientes de 
familias pobres sean excluidos de las universidades
más populares, el gobierno ha designado un “regula-
dor de acceso” que tiene como propósito asegurar 
que, cualquier universidad que cobre más de las cuo-
tas mínimas a sus estudiantes de licenciatura, ofrezca 
medidas para incrementar la participación de grupos 
30. La razón de esta decisión, que había sido ampliamente debatida durante al 
menos cinco años (los economistas lo hicieron por mucho más tiempo) y que, 
en principio, era recomendada –aunque no en la forma precisa que adoptó el 
gobierno– por la Comisión Nacional de Investigación sobre Educación Superior 
(el Comité Dearing), era la necesidad imperiosa de muchas universidades de 
conseguir más dinero y la conciencia del gobierno de que era imposible, po-
líticamente hablando, elevar los impuestos necesarios para lograrlo, así como 
la aceptación de la evidencia de que una gran parte de los beneficiarios de la 
educación superior eran estudiantes de familias relativamente ricas (la mayoría de 
los cuales podían usar sus grados universitarios para ganar muy por encima 
del salario promedio). Los estudiantes provenientes de familias más pobres conti-
nuaron pagando colegiaturas gracias a los fondos públicos.
31. Véase Anexo 1.
32. En Escocia –donde los Demócratas Liberales formaron parte de la coalición del 
gobierno– las cuotas fueron abolidas en el año 2000 a través de un esquema 
de cesión de los graduados en donde se espera que éstos reembolsen a todo 
el sector de educación superior a partir de su graduación. Este esquema tiene en 
gran medida el mismo efecto desde el punto de vista de los individuos.55
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sociales que, tradicionalmente, no han tenido acceso 
a la educación superior.
Sin embargo, a pesar de lo que algunos observa-
dores ven como una falta de garantía para la partici-
pación del gobierno en el mercado libre, las univer-
sidades del Reino Unido siguen siendo, en muchos 
sentidos, asombrosamente independientes. Pueden 
tomar la mayor parte de sus decisiones comerciales y 
académicas y pueden establecer sus propias cuotas 
para todos los cursos, con la excepción de las licen-
ciaturas. Por otra parte, nadie requiere de una cali-
ficación formal para ingresar a un curso de estudios 
superiores, cada universidad toma sus propias deci-
siones sobre los estudiantes que decide admitir y las 
únicas restricciones para estas instituciones consisten
en el cuidado de su imagen ante el mercado y en ga-
rantizar que los estudiantes admitidos tengan una 
buena probabilidad de completar sus cursos sin ma-
yores problemas y dentro de un periodo de tiempo 
razonable.
EL “MoDELo” INgLés PaRa La EDUcacIóN sUPERIoR coN 
oRIENTacIóN DE MERcaDo y sUs acTUaLEs DILEMas 
El término de educación superior masiva recuerda 
aquella línea de producción que se festejó por pri-
mera vez en la fábrica de alfileres de Adam Smith. 
No obstante, a pesar de las críticas sobre mercanti-
lización y McDonalización (por ejemplo en Hayes y
Wynyard  2002)  las  universidades  autónomas  que 
compiten en un mercado de masas pueden ofrecer 
la fórmula más efectiva para impedir el suministro 
en línea de la producción estandarizada de servicios 
académicos en la oferta de educación superior masiva.
La industria automotriz ha evolucionado tanto en cali-
dad como en variedad desde que los clientes de Henry 
Ford pudieron elegir el color de sus autos y, desde 
entonces, no ha existido más variedad ni mejor cali-
dad para quienes gustan de comer en restaurantes 
gourmet. Al intentar evaluar los efectos de la merca-
dización en la educación superior británica, es im-
portante distinguir los efectos de la masificación, la 
restricción financiera y la mercadización, así como sus 
interacciones.
En resumen los efectos han sido:
1.  Mucho mayor eficiencia según la medición de la 
mayor parte de los indicadores cuantitativos.
2. Mayor expansión y menor distinción de las fron-
teras tanto de “la universidad” como de la educa-
ción superior. 
3. Diversificación con estandarización de los procesos 
y los resultados en categorías con actividades 
similares. 
4. Cambios radicales en las formas de administración 
en las instituciones de educación superior. 
5. Cambios  en  la  posición  social  y  económica  del 
personal académico.
EfIcIENcIa
La medidas no ambiguas de eficiencia en la educación 
superior se encuentran llenas de complicaciones de-
bido a la dificultad de definir producción y calidad. 
Cualquier medida cuantitativa es, por lo tanto y en el 
mejor de los casos, un indicador de los cambios que 
aparentemente ocurren en relación con una política 
específica u con objetivos administrativos específicos.
Con esta importante condición en mente, existen mu-
chos indicadores de que la relación entre unidad de 
producción  y  unidad  de  inversión  ha  aumentado 
considerablemente en los últimos 15 años, al menos 
en cuanto a los objetivos políticos declarados. 
Como se muestra en el Anexo 1, el porcentaje de 
gente joven que ingresa a la educación superior en 
Inglaterra se elevó de menos del 15% en 1980 a más 
del 30% en el año 2000. El Reporte Blanco de 2003 
asegura que, ahora, la proporción es de 43%. En Es-
cocia e Irlanda del Norte, las cifras fueron más altas 
para estos dos años. Durante el mismo periodo el 
gasto público por estudiante en términos reales, dis-
minuyó casi en un 35%. El porcentaje del Producto 
Interno Bruto destinado a las instituciones de educa-
ción superior disminuyó de ??% a ??% entre 19?? Y 
200? No obstante, esto no provocó una pérdida apa-
rente de calidad. Los porcentajes de cursos comple-
tados continúan siendo altos pese a la creación de un 
nuevo grupo de universidades en 1992 y, en cuanto 
a la relación graduación/edad, el Reino Unido tiene
las cifras más altas en el universo que cubre la ocde 
sin que exista evidencia cualitativa de que la calidad 
de estos graduados haya disminuido. Cifras recientes
sugieren que los beneficios económicos derivados de 
la graduación continúan siendo altos como se muestra 
en el Anexo 4. Al mismo tiempo la producción de los
investigadores permanece en niveles altos, así como 
las cifras de publicaciones en el Reino Unido y de citas
en revistas académicas reconocidas que hacen refe-
rencia a esas publicaciones. Los indicadores cuantita-
tivos dejan pocas dudas: los cambios han tenido éxito.
A pesar de esto, existen dudas acerca de la “calidad” 
de los grados otorgados. No está a discusión: los es-
tándares que alcanzan los mejores graduados son, al 
menos, tan altos como siempre han sido. Pero existe 
la preocupación de que la calidad en el desempeño 
que alcanzan los graduados con calificaciones más 
altas y los graduados con calificaciones más bajas 
no siempre es la misma. Existe disparidad entre, por 
ejemplo,  aquellos  que  continúan  inmediateamente 
con sus progras de doctorado hasta completarlos y 
aquellos que, con dificultad, consiguen a penas el tí-
tulo de la licenciatura. Éstos son asuntos difíciles de 
precisar, sobre todo si se toma en cuenta que existen 
distintos rangos de desempeño en los individuos, en
las disciplinas mismas y entre distintas disciplinas. Es
claro que se requiere más trabajo para poder asegurar 
con confianza que el mercado regulado ha mejorado 
la eficiencia sin detrimento de la calidad.G
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LíMITEs EN La EDUcacIóN sUPERIoR
Los límites de la educación superior se han expandido 
en tres dimensiones distintas.
a. La creación de nuevas universidades a partir de 
politécnicos y colegios ocurrió dentro de los límites 
de eso que, convencionalmente, se conocía como
educación superior. Pero, al mismo tiempo, ha 
ocurrido una expansión en cursos de educación 
superior –incluyendo una gran cantidad de pro-
gramas con dos años de duración– en colegios de 
educación continua de nivel más bajo.
b. Se añadieron nuevas materias al curriculum de 
la educación superior tanto en áreas de estudios 
profesionales (por ejemplo enfermería y turismo) 
como en áreas cuasi profesionales (por ejemplo 
estudios en medios de comunicación).
c. Se puede decir que la tarea central tradicional que 
tenían las universidades de ofrecer enseñanza y 
producir investigación ha sido suplantada por una 
amplia variedad de actividades, en parte, similares a 
las funciones de servicio público que, desde hace 
mucho, cumplen las universidades de Estados 
Unidos. Pero existe una diferencia: casi no existe 
duda de que la expansión masiva de las universida-
des británicas en las últimas dos décadas ha sido 
impulsada, en gran medida, por una visión de mer-
cado. Algunos procesos –por ejemplo, una activi-
dad que se vincula con la industria local– inician 
como medio para generar ingresos a través de la 
investigación, la consultoría o la enseñanza por 
contrato y, después, se convierten en actividades 
principales debido, en parte, a la necesidad de ofre-
cer perspectivas de expansión profesional a los in-
vestigadores y docentes. Para mediados de los 90s
los consejos de financiamiento de educación supe-
rior reconocieron este trabajo e introdujeron nue-
vas políticas gubernamentales para apoyarlo.33 
DIvERsIfIcacIóN, EsTaNDaRIzacIóN y EQUIDaD
La educación superior británica, en general, no está 
más estandarizada de lo que estaba en los 70s. Hace 
20 años escribí: “Las universidades ofrecen a los es-
tudiantes efectivamente un título honorífico de tres 
o cuatro años, o nada” (Williams & Blackstone 1983). 
Actualmente no se podría decir lo mismo. Y es que, 
el movimiento de salvaguarda de la calidad busca 
conseguir que, dentro de cada espacio distinto de la 
educación superior, la experiencia de todos los estu-
diantes converja, con independencia de dónde estén 
estudiando sus materias. Los equipos que desarrollan
la currícula para las distintas materias específicas, in-
tentan asegurar que eso que se enseña, por ejemplo, 
en un curso de historia a nivel licenciatura, tenga su 
equivalente en todas las universidades. La presión es
aún mayor ahí donde se involucran las certificaciones 
profesionales. Los cursos de formación para maestros, 
por ejemplo, han sido virtualmente estandarizados en 
toda Inglaterra. 
Los productos estandarizados son frecuentes en 
el mercado masivo porque los clientes los encuentran 
convenientes. Un auto sedán para una familia media 
debe cumpir un cierto rango de expectativas en re-
lación con, por ejemplo, el poder del motor, la segu-
ridad y la comodidad y se puede confiar en que una 
cadena de restaurantes con franquisia cumple con es-
tándares de calidad conocidos por todos. Mientras 
más complejo es un producto es más importante para
los consumidores saber que presenta estándares ga-
rantizados. La medida de estandarización de la edu-
cación superior es particularmente útil para los estu-
diantes que no cuentan con una tradición familiar de
acceso a la universidad u otro tipo de escuela con 
ligas a alguna universidad. De otra manera, los costos 
derivados de una búsqueda de información sobre la 
calidad del producto, resultarían demasiado elevados 
para estos y otros estudiantes. 
En casi todos los mercados existe un rango de 
estándares para que el cliente pueda elegir entre ellos. 
Generalmente hay una relación entre calidad y precio.
En el Reino Unido, al menos en la retórica, la equidad 
en la educación superior significa, no que los estu-
diantes deban estar concientes de las implicaciones
de asistir a una u otra universidad, sino que ellos, como 
estudiantes, tendrán una experiencia similar estudien 
en la universidad que estudien. Muchos países todavía 
cuentan, al menos, con dos rangos explícitos para la 
calidad de los productos de educación superior. En 
el Reino Unido se abandonó este sistema binario y 
se creó un sistema unificado pues se consideró que 
ofrecer dos rangos explícitos entra en conflicto con el 
principio de equidad si, por alguna razón, los estu-
diantes ven restringido su acceso al modelo de edu-
cación que prefieren. 
Básicamente, las políticas de educación superior 
del Reino Unido en los 90s intentaron encontrar so-
luciones al problema de la coexistencia de la diver-
sidad y la equidad impulsando la diversidad dentro 
de  las  universidades.  Los  mecanismos  financieros 
competitivos que ha promovido el gobierno han pro-
vocado que la mayoría de las universidades intente 
ofrecer cursos e investigación en un amplio rango 
de materias y a distintos tipos de estudiante. En parte, 
esto se debe a que hay algunas actividades, como la 
investigación por ejemplo, que, según se considera, 
rinden más beneficios que otras a las universidades 
y a sus cuerpos académicos.
En los últimos 10 años han surgido muchas y dis-
tintas maneras de cuadrar el círculo relacionado con 
la convivencia de la diversidad y la equidad. Algunas 
33. A nivel macroeconómico nacional estas corrientes de financiamiento se han 
justificado con la idea de que facilitan la transferencia de tecnología del labo-
ratorio de la universidad a la línea de producción, pero existe poca evidencia 
convincente de que las actividades realmente contribuyan a esto.57
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de ellas aparecen en el Reporte Blanco del gobierno 
reciente (DfES 2003). Una propone que los estudiantes 
se informen bien acerca de las implicaciones deriva-
das de sus opciones y que paguen, al menos en cierta 
proporción, por lo que quieren obtener. Otra propone 
que las universidades subsidien de manera cruzada 
a algunos estudiantes o actividades obteniendo de
otros estudiantes y actividades los recursos para ha-
cerlo.34 Puede ser que algunas universidades tengan 
éxito en un nicho del mercado y otras en otros nichos. 
Tal vez algunas universidades traten de generar un 
excedente financiero a través de proyectos que no 
forman parte de su misión central pero que pueden 
ayudar a subsidiarla. Los estudiantes de una univer-
sidad que genera ganancias, por ejemplo, a partir 
del comercio de conferencias, pueden beneficiarse 
porque la universidad les ofrecerá un espectro de 
servicios de alto costo.
Sin embargo, en cuanto sucede una de estas dos 
cuestiones, de manera inherente surge un conflicto 
entre la diversidad y la equidad. Porque tanto la diver-
sidad como la diferenciación implican que la misión 
y los clientes potenciales de la universidad, también
difieren. Independientemente de las intenciones, algu-
nos estudiantes obtendrán mejores acuerdos finan-
cieros que otros. Si se requiere que los precios para 
todos los estudiantes sean iguales, algunos obtendrán 
un mayor valor por su dinero que otros. En el caso de
que se permitieran cuotas diferenciadas habría al-
gunos que no podrían pagar las opciones más costas 
y, si el gobierno decidiera ofrecer un subsidio extra 
a los estudiantes de instituciones que no generan in-
gresos adicionales, desde el punto de vista empresarial, 
habría ahí una desventaja y, por lo tanto, estaríamos 
ante una pérdida neta de ingresos para el sector como 
un todo.
caMBIos EN La aDMINIsTRacIóN
La introducción explícita de la educación superior 
británica en el mercado se debió, en gran parte, a 
una serie de respuestas inmediatas a la crisis. Es nota-
ble cómo la “Investigación nacional sobre el futuro de 
la educación superior” (Dearing, 1997) se preocupaba 
principalmente por encontrar formas de enfrentar la 
crisis inmediatas de financiamiento y de salvaguarda 
de la calidad. No resulta un ejercicio demasiado útil 
estudiar la historia que no sucedió, pero sí tiene cier-
to interés ver cómo ésta historia refleja lo que habría 
pasado si, en 1981 en el momento de los recortes y 
después de éstos, las universidades no hubieran sido
instituciones autónomas, si hubieran dependido de 
partidas presupuestarias preescritas por el gobierno.
Pero no es hipotético el hecho de que, cuando la 
educación superior de masas y el crecimiento global 
de la confianza en los mercados como forma eficien-
te de asignar recursos y promover el crecimiento de 
la economía llevó al crecimiento del nuevo concepto
gubernamental para la administración pública de 
“marcar rumbo desde la distancia”, las universidades 
británicas se encontraban en una posición altamente 
privilegiada para, desde ahí, tomar ventaja de las nue-
vas circunstancias. No obstante y para la mala fortu-
na de las universidades, mientras en muchos otros 
países “marcar rumbo desde la distancia” supuso la 
flexibilización de los viejos mecanismos rígidos de 
control de estado, en el Reino Unido se puso énfasis 
en el fortalecimiento de los instrumentos del gobierno
para dirigir el sistema. Entre otras cosas, esto ha dado 
lugar a intentos por fortalecer el control no-acadé-
mico de las universidades y colegios para reducir su 
capacidad de buscar lo que el gobierno considera 
intereses egoistas.
Muchas universidades británicas ahora son empre-
sas comerciales de gran tamaño y necesitan, al menos 
en parte, seguir siendo manejadas como tales. Para 
los altos puestos de administración, la agudeza para los 
negocios es ahora, al menos tan importante, como 
la experiencia académica. Obviamente, los cambios 
ocurridos en los últimos 20 años no han sido exclusi-
vos del Reino Unido, forman parte de una tendencia 
global de la cual la manifestación más dramática fue la 
caída de las economías centralmente planeadas en 
la Europa del Este. Sin embargo, la tradición británica
de autonomía en las universidades produjo una res-
puesta particular en aquellos momentos en que las 
universidades estaban siendo sujetas a severas reduc-
ciones de fondos, a principios de los 80s. Por ejem-
plo, no ocurrió una privatización a gran escala de la 
educación superior británica debido a que las univer-
sidades ya tenían el estatus legal de organizaciones 
privadas. Así que cualquier iniciativa atractiva pro-
puesta por alguna institución privada, pudo ser reto-
mada de inmediato por cualquier universidad que, 
además, tenía la ventaja de contar ya con visibilidad 
dentro del mercado.
De muchas maneras, por lo tanto, la educación 
superior británica resultó ser un blanco fácil para go-
biernos deseosos de controlar el gasto público. El fi-
nanciamiento de las universidades ya tenía, de por sí, 
un esquema de cuasi mercado pues las universidades
eran autónomas en el aspecto financiero porque re-
cibían fondos públicos pero los gastaban según sus 
propias prioridades. En cuanto a esto, uno de los pro-
blemas que han indicado los distintos gobiernos a 
partir de 1980, es que, estas proridades no coiniciden 
con los intereses que, según ellos consideran, corres-
ponden a la comunidad nacional en su conjunto.
Esto hizo surgir un interés en torno a la cuestión 
del “agente principal”. ¿Cómo se puede asegurar el 
34. Por ejemplo, se espera que los requisitos del “regulador de acceso” se cum-
plan mediante el ofrecimiento de algún tipo de medio en forma de beca para 
los estudiantes que vengan de familias con menos recursos económicos. Los 
costos de éstos tendrán que venir ya sea directamente o indirectamente de los 
estudiantes que están pagando las cuotas más altas.G
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agente principal o proveedor de recursos de que el 
“actor” actúe de la misma manera por él requerida? 
¿Cómo pueden asegurar los administradores o los 
líderes que los individuos y las organizaciones, por 
las que ellos mismos se hacen responsables, actúen 
de la misma manera por ellos requerida? Podemos 
encontrar la respuesta es uno de las siguientes cinco 
procedimientos: coerción, autoridad administrativa 
o legal, persuasión carismática, pericia profesional y 
suministro de incentivos. Debido a una gran variedad
de razones técnicas, económicas e ideológicas relacio-
nadas con: el tamaño de la organización; la tendencia 
de los burócratas y los profesionistas de nivel medio 
a actuar con base en sus propios intereses; la creen-
cia en una democracia individualista como la última 
fuente de autoridad en la sociedad, existe una cre-
ciente tendencia a tratar el suministro de incentivos, 
como la manera más eficiente para “persuadir” a 
los agentes de buscar los resultados que los provee-
dores desean. 
Las universidades británicas han comenzado a ex-
perimentar lo que se podría llamar un aumento en la 
manera empresarial de administrar. Han aumentado
las recompensas al éxito empresarial dentro de las 
universidades o para las universidades y los castigos 
por fallar se han vuelto más severos. Uno de los in-
dicadores de todo esto es el ensanchamiento de la 
brecha salarial entre los que están en la punta de las 
jerarquías académicas y los que están en la base. En 
los últimos 10 años, los salarios de los vice-rectores 
han aumentado con mucha mayor rapidez que los sa-
larios académicos promedio. Ha habido un enorme
incremento en el número de investigadores de tiempo 
parcial, investigadores de corto plazo, y miembros del 
cuerpo docente, muchos de los cuales enfrentan un
desalentador futuro profesional. No resulta sorpren-
dente: entre estos empleados hay muchas mujeres.
En la base del éxito de la nueva administración 
pública están los dramáticos cambios derivados del 
muy veloz desarrollo de la tecnología de la informa-
ción. Éstos cambios tuvieron distintos efectos en la 
educación superior británica.
Uno de estos es la aceleración de los cambios que 
habían venido ocurriendo en los últimos 300 años y 
que aceleraron los procesos de comunicación global. 
En cuestión de minutos, la información relacionada 
con innovaciones exitosas (y no exitosas) puede dar la 
vuelta al mundo sin dejar atrás las evaluaciones re-
lacionadas con las razones del éxito o el fracaso. La in-
formación y el conocimiento son ahora tan sensibles 
a estos desarrollos como lo fue el trabajo manual en
relación con el manejo del vapor, el petrogas y la 
energía eléctrica en los siglos pasados. Esto es es-
pecialmente importante para la educación superior, 
que constituye una de las principales industrias de la 
información. En esta área de la información, el uso 
mundial de la lengua inglesa ha dado a las universi-
dades británicas oportunidades y retos muy especia-
les. Ante los cambios, las universidades tuvieron que 
responder con velocidad y ellas fueron una de las 
instituciones que más rápido adoptó sistemas avan-
zados de información electrónica.
Una segunda consecuencia de los veloces cambios 
en la tecnología de la información es simplemente 
que  las  modificaciones  académicas  y  burocráticas 
resultan demasiado lentas y no consiguen acompañar 
el ritmo del cambio. La economía soviética, en las 
décadas de los 70s y 80s, comenzó a decaer más y 
más y se rezagó mucho si se la compara con otras 
economías que sí fueron capaces de responder con 
rapidez al cambio tecnológico. Esto es especialmente 
relevante para la educación superior que tiene perío-
dos tan largos de producción y que busca efectos a 
largo plazo siguiendo la trayectoria de vida de quie-
nes participan en ella. Las universidades obsoletas 
pueden continuar produciendo daños a lo largo de
muchas décadas. Fue el gran impacto de los recor-
tes de 1981 y la toma de conciencia de que éstos no 
se revertirían tras la elección de 1984 lo que aceleró 
el crecimiento de la administración moderna y casi 
todas las universidades comenzaron a usar sistemas 
de información electrónica en sus burocracias. Para 
este momento, los administradores universitarios ya
no podían eludir los problemas emergentes al, senci-
llamente, producir ganancias adicionales, por ejem-
plo por el desempleo de personal ineficiente o por la 
construcción de espacios adicionales o renta de los 
ya existentes (porque, de hecho, en otras partes de la 
misma universidad, los salones de enseñanza y con-
ferencias estaban subutilizados.) Había llegado el 
momento de prever las crisis para no sólo responder 
a ellas. La nueva tecnología de la información permi-
tió a los administradores y proveedores centrar su 
presencia en el pulso mismo de las universidades y 
delegar las decisiones no centrales a quienes les co-
rrespondían.
A pesar de que todo esto se puede aplicar a, prácti-
camente, todas las áreas de la administración, resulta 
especialmente relevante cuando se trata de empresas 
como las universidades porque en ellas, gran parte 
de la experiencia que se necesita para la operación 
exitosa de la organización se encuentra, dentro de la 
jerarquía organizativa, muy cerca de la base. 
En la práctica es casi seguro que la contribución 
más importante –como causa cercana del desarrollo 
de una educación superior británica estrechamente
regulada por el mercado– es la implicación que tuvo 
el uso de la tecnología de la información en los sistemas 
de información para la administración. El desarrollo de
poderosos sistemas para la creación, transmisión, al-
macenamiento y recuperación de información admi-
nistrativa ha dado como resultado que los rectores y 
decanos que administran las universidades hayan con-
seguido evitar controles administrativos detallados,
al mismo tiempo que han aumentado su capacidad de 
conducir los sistemas y las instituciones en la dirección 
que les marcan sus propias prioridades políticas. El 
concepto de controlar un sistema o una organización 59
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mediante la manipulación de la información admi-
nistrativa es la clave principal con que funcionan los 
sistemas complejos –como es el caso de la educación 
superior– cuando quieren “conducirse a distancia”. 
Un rasgo esencial de los mercados eficientes es el 
flujo libre de información y este flujo libre es igual-
mente importante para quienes buscan regular con 
eficiencia los mercados. Tanto los sofisticados mars 
a los que nos referimos en este artículo y que son 
la clave para entender las respuestas que dieron las 
universidades a las restricciones financieras, como la 
dirección del gobierno a distancia, y la producción 
de excedentes financieramente utilizables a partir de 
una variedad de fuentes alternativas de recursos, ha-
bría sido absolutamente imposible sin los sofisticados 
sistemas de información computarizada.
La PRofEsIóN acaDéMIca
Entre los maestros universitarios del Reino Unido 
existe la creencia generalizada de que las mejoras en la 
eficiencia, en las dos últimas décadas, se han logrado 
a costa del propio cuerpo académico. Hay indicadores
que dan lugar a estos supuestos: el incremento de las 
cargas de trabajo derivadas de un mayor número de 
estudiantes por maestro; las evaluaciones regulares 
a la enseñanza y la investigación; las tasas relativas en 
el declive de la remuneración; o una menor seguridad 
laboral, por ejemplo. Y, por todas partes se escuchan 
reclamos a causa de un incremento en el estrés deri-
vado del trabajo. El punto de vista de quienes consu-
men educación superior es que el propósito central
de la misma no es asegurar atractivos niveles de vida 
para los cuerpos académicos. De hecho, éste fue uno 
de los reclamos que enfrentó el gobierno en la dé-
cada de los 80s: se le acusó de usar muchos de los 
recursos asignados a la educación superior, en gran 
medida, para responder a las demandas del cuerpo 
académico y, en menor medida, para mejorar la edu-
cación de los estudiantes. Sin embargo, en algún mo-
mento, la reducción de los beneficios netos de cual-
quier profesor o investigador afectará los ingresos 
de la universidad. Este efecto puede ser tanto cuan-
titativo como cualitativo. Cuantitativamente, puede 
llegar un momento en que resulte imposible llenar 
las vacantes laborales. Existe evidencia de que se ha 
alcanzado este punto en algunas áreas de especiali-
zación como economía o ingeniería electrónica, y en 
otras áreas profesionales como derecho y contabili-
dad donde las ofertas que hacen otros empleadores 
a través del mercado son altas. 
Pero la disminución en la calidad resulta aún más 
amenazante  para  la  educación  superior  porque  la 
disminución en la calidad es más difícil de medir. Sin 
un grupo suficiente formado por los mejores egresa-
dos de cada generación que se incorporen a su uni-
versidad como investigadores y maestros, la calidad 
en las universidades enfrentará un serio peligro de 
lenta degradación, a largo plazo. Esta amenaza es in-
sidiosa porque sus efectos son lentos y, con frecuen-
cia, no se pueden medir con objetividad, al menos no 
de un año al otro. Muchas personas creen que estos 
cambios ya están ocurriendo, al menos, en el caso de 
algunas especialidades. 
cóMo ENTENDER La MERcaDIzacIóN DEL MoDELo 
DEL REINo UNIDo PaRa La EDUcacIóN sUPERIoR
Este trabajo se ha abocado a señalar el devenir de una 
historia con cinco gajos que se entretejen: restricción 
financiera, respuestas organizacionales, expansión, 
control de calidad y tecnología de la información. To-
dos ellos, juntos, dan cuenta de lo que suele llamarse 
mercadización aunque, con frecuencia, se usen otros 
neologismos: masificación, cosificación o Macdona-
lización, por ejemplo. Sostengo que a pesar de que al 
juntarse estos cinco gajos se entretejen, si se lee este 
texto de manera cuidadosa y si se resiste la tentación 
de poner siempre la educación superior al centro de 
la cuestión, resulta posible distinguir un conjunto evi-
dente de vínculos causales. También será necesario 
tener en mente que cualquier relato que se desen-
vuelve (y que es, por definición, dinámico), tiene que 
empezar en algún punto, a pesar de que, inevitable-
mente, tenga antecedentes dados.
Una sinopsis de la historia que se presenta en este 
trabajo cuenta que los eventos empezaron en 1979, 
con la elección de un gobierno conservador que juró 
sobreponerse a la inflación reduciendo el gasto pú-
blico. A cada departamento del Gobierno se le solici-
tó, de manera inmediata y a lo largo de los siguientes 
cinco años, conseguir determinados ahorros que es-
taban especificados en un objetivo macroeconómico 
general. Una víctima inmediata y muy conveniente
fue el subsidio que recibían las instituciones de educa-
ción superior por sus estudiantes extranjeros. Ya había 
habido preocupaciones previas en torno a este tema 
pues este reclutamiento había crecido con rapidez, 
en parte, como resultado de la promoción que, en la 
década de los 70s hicieron las propias universidades 
para corregir la caída que experimentaron en cuanto 
al reclutamiento de estudiantes locales mismo que no 
alcanzó los objetivos planteados para esa década ni 
para las siguientes. Esta caída también provocó que 
la educación superior fuera considerada por el De-
partamento de Educación y Ciencia como uno de los 
espacios prioritarios para operar el ya mencionado 
ahorro que requería el sector público. 
En su condición de instituciones financieramente 
independientes, las respuestas inmediatas de las uni-
versidades fueron diversas. Algunas creyeron que 
los recortes eran, por fin, una operación quirúrgica 
necesaria pero que pronto recuperarían su antiguo y
largamente establecido satus quo. Otras se adaptaron 
con rapidez a la nueva situación y se dieron cuenta de 
que la era dorada de la generosidad gubernamental 
hacia las universidades había terminado y supieron
que habría que buscar ahora nuevas fuentes de finan-G
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ciamiento. De inmediato, se dieron a la tarea de re-
clutar estudiantes en países distantes, especialmente 
en los florecientes países del medio oeste y de Asia. 
También exploraron nuevas maneras de convertir el 
conocimiento y las habilidades en flujos de ingresos 
para sus universidades.
En 1984, en parte debido al éxito que consiguió la 
guerra de los Falklands, se reeligió –con una mayoría 
creciente– el gobierno conservador. Entonces, todos 
comprendieron, de manera general, que la política de 
restricciones financieras a todo lo largo del sector pú-
blico sería un rasgo permanente de la escena política 
en el Reino Unido. Todas las universidades tomaron 
conciencia de que las fuentes alternativas de financia-
miento eran esenciales si querían sobrevivir. Las es-
tructuras administrativas colegiadas y consensuadas 
perdieron su capacidad de funcionar con efectividad 
en este nuevo clima. Los comités fueron mermados, 
las oficinas financieras se volvieron cada vez más 
grandes y poderosas, se establecieron equipos para 
la administración central, se desarrollaron modelos 
primitivos y computarizados para la asignación de 
recursos. Sin lugar a dudas, las universidades empe-
zaron a demostrar que, desde el punto de vista finan-
ciero, eran capaces de cuidarse a sí mismas. 
Inevitablemente, en una narrativa que dependía 
de decisiones hechas por muchas organizaciones inde-
pendientes, surgieron en el camino distintos proble-
mas. Dos de ellos tuvieron la suficiente fuerza para 
jugar un papel importante en el siguiente gran evento 
de esta historia. Muchas universidades fueron inca-
paces de realizar las reducciones de personal reque-
ridas porque casi todo su cuerpo académico tenía 
planta vitalicia. Para conseguir flexibilidad ante esta 
situación, se convenció al gobierno de otorgar fondos
adicionales. El segundo problema fue la sospecha de 
que algunas de las actividades que generaban ingresos
estaban siendo subsidiadas con fondos públicos y que 
las universidades no estaban asumiendo los costos 
indirectos de estas actividades. El Acta para la Refor-
ma Educativa de 1988 dio por hecho la habilidad de la 
administración financiera de las universidades para
adaptarse a la diversificación financiera. Sin embargo, 
para hacer esta capacidad más efectiva, se abolieron 
las plantas laborales vitalicias y se introdujo un me-
canismo de financiamiento por el cual el gobierno, de
hecho, compró a las universidades servicios de en-
señanza e investigación, en lugar de subsidiarlas. El 
costo de esta provisión de enseñanza e investigación 
fue monitoreado de manera cuidadosa. Se alentó a 
las universidades a expander su recién descubierto 
entusiasmo para el financiamiento al conseguir fondos 
distintos de los gubernamentales.
Mientras tanto, la ocde había empezado a produ-
cir confiables estudios comparativos internacionales 
relacionadas con los resultados de la educación su-
perior y, muy pronto, dos datos de primera plana apa-
recieron en el espacio político: en comparación con 
casi todos los otros países ricos de la ocde, el Reino 
Unido tenía rangos de participación muy bajos y 
rangos muy altos en cuanto a cursos completados; el 
gasto público para la educación superior era muy alto. 
Se hacía visible así un típico sistema elitista de edu-
cación superior apuntalado con fondos del Estado.
Para la segunda mitad de la década de los 90s, el 
rango de expansión en curso ocasionaba un rápido 
incremento en el gasto total para la educación supe-
rior. Ésto a pesar de que, al mismo tiempo, ocurrían 
importantes caídas en el gasto por alumno. Entonces,
el departamento del Tesoro insistió en que se congelara 
la expansión y, así, muchas instituciones que habían 
pedido prestado dinero para edificios y equipamiento
con la esperanza de que el crecimiento continuara, se 
vieron en graves dificultades financieras.35
Se inició un apasionado debate en torno a si una 
parte del costo lo tendrían que pagar los graduados 
que, en general, recibían considerables beneficios 
financieros  de  la  educación  superior.  Este  debate 
amenazó con convertirse en un asunto mayor en la 
elección de 1997. Entonces, se estableció un Comité 
Nacional de Encuesta para la Educación Superior pero 
con una agenda tan estrecha que el informe de este 
Comité no se pudo conocer sino hasta después de la 
elección. El Informe Daring apareció en 1997, unas 
cuantas semanas después de que el nuevo gobierno 
Laborista fuera elegido, con una gran mayoría en el 
parlamento. Este Informe recomendó que la cuota de
colegiatura implicada en los costos totales de enseñan-
za tendría que ser pagada, en forma de pago contin-
gente, por los estudiantes de posgrado, como retribu-
ción por los préstamos que les habían sido otorgados 
cuando eran estudiantes. Sin embargo, el gobierno no
consideró aceptable esta propuesta, en parte, porque 
pretendía que las familias ricas pagaran de inmediato 
todo lo que debían sus hijos y, en parte, porque al 
menos durante algunos años este esquema no produ-
ciría dinero disponible para las universidades. 
Fueron cuatro los temas de interés que asumió el 
gobierno re-elegido en 2002.
El surgimiento de diferentes acercamientos políticos  •	
en Escocia y Gales, donde el sistema de votación 
condujo a un estilo de gobierno de coalición que 
empezó a influir en el pensamiento de Inglaterra.
En un mundo en el que la adquisición y la transfe- •	
rencia de conocimiento avanzado resultaba esen-
cial, si un país quería permanecer en el rango de los 
países ricos, tendría que aumentar el gasto en in-
vestigación y asegurar que el dinero asignado para 
ésta se empleara de manera efectiva tanto en la gene-
ración como en la transferencia de conocimiento.
35. Otro asunto no educativo de primera importancia para la autonomía financie-
ra de una universidad es el interés que ésta necesita poner en el dinero prestado 
y este dinero dependerá, en parte, del estado de la economía nacional y de la 
línea de crédito que tenga la propia institución (Véase Standard y Poors, 2003).61
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Otro asunto no educativo de primera importancia 
para la autonomía financiera de una universidad es el 
interés que ésta necesita poner en el dinero prestado 
y este dinero dependerá, en parte, del estado de la 
economía nacional y de la línea de crédito que tenga 
la propia institución (Véase Standard y Poors, 2003).
La educación a lo largo de la vida resultaba esen- •	
cial en caso de que los individuos quisieran man-
tenerse al día en relación con los rápidos cambios 
en el conocimiento (que los descubrimientos cien-
tíficos mostraban como inevitables).
Los beneficios de la educación superior tenían que  •	
extenderse a todos los segmentos de la población.
El Libro Blanco que se publicó al principio de 2003 
propuso: mayor concentración en el financiamiento 
para la investigación; incentivos financieros para 
aquellas instituciones de educación superior que re-
clutaran estudiantes en escuelas sin una fuerte tra-
dición de ingreso a la educación superior; aumento 
en las contribuciones de los graduados a los costos 
de largo plazo al permitir a las universidades cobrar 
cuotas considerablemente más altas y al establecer 
que estas cuotas podrían ser pagadas con el salario, 
en aumento constante, de los estudiantes cuando se 
graduaran. El debate en torno a estas propuestas está 
ocurriendo en este mismo momento y muchas de ellas
ya han sido duramente criticadas por un comité par-
lamentario. Serán debatidas en el Parlamento en no-
viembre y nadie puede predecir lo que resultará de 
este debate. Se están formando alianzas políticas y 
se espera que éstas dependan tanto de las actitudes 
que el gobierno tome como reacción a la guerra de 
Irak, como de los propios méritos intrínsecos de la 
propuesta.
UNa NoTa a MaNERa DE coNcLUsIóN
A pesar de que el movimiento hacia formas de organi-
zación de mercado comenzó de manera temprana en 
el Reino Unido, es importante recordar que este mo-
vimiento es realmente reciente si se toma en cuenta 
la historia de las universidades británicas. En 1989, el
Higher Education Quarterly encabezó un tema rela-
cionado con la mercadización de la educación supe-
rior con el siguiente pensamiento: “Este número del 
Quarterly quizás va a poner en shock a algunos lec-
tores. La idea de poner una universidad en el mer-
cado está tan alejada de Newman y von Humboldt 
–o para este efecto– de Bloom y Bok, como resulte po-
sible imaginar una distancia”.
Sin duda, la ideología está detrás de los cambios 
que se describen en este trabajo, tanto en su formu-
lación como en su implementación. “El cambio en la 
cultura” fue la palabra de alerta para muchos deca-
nos administradores de universidades a través de los 
años 90s. Sin embargo, en el Reino Unido, esta ideo-
logía, de manera importante, tuvo sus raíces fuera 
del ámbito de la educación superior y fue temperada 
por necesidades políticas y oportunidades. El escep-
ticismo fue el impulso inicial en torno a la eficiencia 
de los servicios públicos ofrecidos de manera cen-
tralista y hubo una creciente falta de voluntad que se 
expresó en los debates que se entablaron durante el 
proceso político en torno al pago de impuestos para 
servicios universitarios. En una situación tal, el mer-
cado ofrece una atractiva alternativa para la provisión 
de una amplia gama de servicios. Las universidades
–que siempre han sido instituciones legal y financie-
ramente autónomas y han estado protegidas por una 
fuerte  creencia  en  que  esta  autonomía  constituye 
una esencial protección a la libertad intelectual– se 
convirtieron en blancos fáciles para aplicar en ellas 
recortes en el presupuesto público y para ejercer pre-
sión sobre ellas para la búsqueda de fuentes alterna-
tivas y suplementarias de financiamiento. En esencia, 
el resto de la historia habla de las respuestas que han 
dado las universidades y de las reacciones que ha 
tenido el gobierno frente a estas respuestas.
Si desea consultar el anexo vea la versión en inglés.